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			La muerte es vía, no término. 

			JOSÉ MARTÍ
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Introducción

			La sangre de los que cayeron por la Patria no consiente el olvido, la esterilidad ni la traición.

			ABC, 1 de abril de 1942, pág. 15

			Podemos volver la mirada atrás para contemplar el camino que nos ha conducido hasta aquí.

			ERIC J. HOBSBAWM, Historia del siglo XX

			Desde el año 2000 las fosas comunes de la Guerra Civil y la Dictadura del general Franco se han convertido en uno de los campos de disputa sobre el sentido de la denominada «memoria histórica». Junto a los procesos de exhumación y conmemoración de estas víctimas, las reclamaciones de justicia han sido una constante. Los familiares, asociaciones y grupos militantes que han liderado el proceso en estos últimos veintitrés años frecuentemente aluden a la deuda pendiente que existe para con sus víctimas y al hecho de que aquellas personas que combatieron con el ejército sublevado, apoyaron el golpe militar o murieron por la represión republicana «ya tuvieron su justicia». Llegados a este punto, y ochenta años después del fin de la guerra, se convierte en vital para la historiografía, pero también para la sociedad civil, conocer en profundidad cómo fue ese proceso de justicia que solo disfrutaron los vencedores de la guerra. Esta obra representa la primera investigación histórica sobre el proceso de gestión legal, forense e ideológico realizado por las fuerzas sublevadas y la Dictadura sobre esos cadáveres a los que denominaron «mártires y caídos por Dios y por España» (1936-1951). Supone la reconstrucción de una fase histórica de exhumaciones en España desconocida hasta el momento y que permitirá sacar a la luz un proceso jurídico político de amplio espectro, totalmente legislado por las autoridades sublevadas y dictatoriales, destinado únicamente al tratamiento y dignificación de los cadáveres de esos «caídos por Dios y por España». 

			Esta obra llevará a cabo una reconstrucción de los hechos al mismo tiempo que pretende deconstruir ciertos mitos desde un minucioso análisis documental. El proceso judicial en el que se insertó la gestión forense, legal e ideológica de los «mártires» y «caídos», la denominada «Causa General» (CG) de 1940, tuvo como una de sus finalidades extender la justificación de la represión durante la posguerra, pero podemos decir que esa finalidad sigue vigente en la actualidad. Por ello resulta imprescindible el viaje propuesto por esta obra a través de casi quince años de historia, pues permitirá finalmente revelar la profundidad y la complejidad de un proceso que excedió la mera recuperación física de estos cadáveres y desvelar sus derivas ideológicas, judiciales, políticas, religiosas y científicas. A su vez, esta obra tiene la intención de sumarse al conocimiento de los cuatro principales «ciclos de exhumaciones»1 en la historia contemporánea de España. Múltiples investigaciones han expuesto, en los últimos años, la realidad de esos diferentes ciclos y sus características particulares2, pero existía un vacío de conocimiento en torno a las llevadas a cabo durante la guerra y la posguerra en el ámbito de actuación de las fuerzas sublevadas y la Dictadura: las que podrían definirse como «primer ciclo de exhumaciones». Cada ciclo de exhumación, al igual que el que ocupa esta obra, corresponde a diferentes encuadres necropolíticos3. Estas fases de desenterramientos han de ser entendidas en su contexto histórico y con sus particularidades técnicas, políticas y sociales, teniendo muy presentes a las víctimas que son recuperadas y los relatos memoriales que acompañan cada caso. El estudio de estas fases las convierte en aportaciones fundamentales para el conocimiento histórico de la guerra y la posguerra, cuyo eco alcanza nuestros días. 

			La figura teórica que sirve de marco a la presente obra fue la beneficiaria de todas las acciones que se analizarán en sus capítulos: los cuerpos nación. Figura aglutinadora de las diferentes realidades ideológicas y políticas que conformaron las fuerzas sublevadas y la Dictadura. Fue construida a través del procedimiento judicial, simbólico, religioso y forense de los cadáveres que el Régimen reclamaba como propios, convertidos en herramientas clave de construcción de ideología y en sustentadores políticos. Esta investigación evidencia que términos como «caído» o «mártir» no representarían por separado la totalidad de ese martirologio. El Régimen construyó una figura total capaz de dotar a la amalgama ideológica y política de la Dictadura de un particular equilibrio. De esta manera, un concepto originariamente religioso se infiltró en lo ideológico y político y todos los cuerpos nación pasaron a representar como colectivo ese ideal de sociedad nacional. Convirtieron a los «mártires y caídos» en un organismo nacional que les servía como aglutinante ideológico.

			Es necesario encuadrarnos en los debates historiográficos y simbólicos en torno a la construcción y evolución histórica de la figura del «mártir y caído por Dios y por España». Como plantea la socióloga Zira Box, más allá de la victoria militar, mito fundacional de Régimen4, el culto a estos «caídos» tanto en combate como en retaguardia ha de ser analizado como parte de una religión política aplicada al caso español. El propio Franco vinculaba la sacralidad de la patria española, entre otros aspectos, con el «sacrificio de los héroes y mártires que murieron por ella»5. Tal figura ideológica es vista también por el historiador Luis Castro como un elemento simbólico esencial en la propaganda de masas justificadora del «Movimiento»6. Una parte importante de ese culto fueron las conmemoraciones públicas y las monumentalizaciones en torno a esos cadáveres. Desde pequeñas inscripciones en cementerios e iglesias locales hasta grandes monumentos y eventos. Durante los primeros meses e inmediatamente después del fin de la guerra, el Régimen erigió monumentos a los «caídos» con el fin, como señala Box, de «ensalzar a los vencedores, someter a los vencidos» y exaltar el poder sobre aquellos que habían fallecido por la misma causa7. Este culto, para los historiadores José Luis Ledesma y Javier Rodrigo, se revela como una herramienta fundamental para activar y mantener el recuerdo colectivo, «elemento central para la continuidad simbólica y la legitimación retroactiva de la identidad de grupo»8. Con ello, como analiza el antropólogo Francisco Ferrándiz, se consolidaba el «relato hegemónico del Régimen», atravesado por una «retórica política nacionalcatólica teñida de sacrificio, heroísmo y martirio plasmada en una figura clave para el franquismo»: los «caídos por Dios y por España»9. 

			Esta obra demuestra que dichas prácticas conmemorativas y monumentales fueron la punta del iceberg visible de un proceso de legitimación más profundo. A esa exaltación, recuerdo y conmemoración de la muerte sacrificial del Régimen, claves en las religiones políticas nacionalistas modernas10, se sumó un proceso de exhumaciones bajo el amparo de un proceso judicial en el que la gestión legal y forense de los cadáveres fue el cuerpo de ese iceberg, hasta ahora enterrado. La historiografía no desconoce el hecho de que las fuerzas sublevadas y la Dictadura prestaron una especial atención a la gestión física de estos «caídos». Historiadores como Francisco Espinosa, José Luis Ledesma y Javier Rodrigo la ubican cronológicamente después de la guerra y la definen como un conjunto de disposiciones gubernamentales que regularon y fomentaron la búsqueda y exhumación de estos cadáveres11. Igualmente, son numerosas las referencias que señalan que dichas muertes fueron investigadas por el proceso judicial de la CG12, que incluía exhumaciones. Estas prácticas, señalaba Ferrándiz, se consideraron parte crucial de la base ideológica del Régimen13. En el marco de este debate sobre los «caídos», no ha existido hasta el momento ninguna obra que aborde en profundidad la importancia del proceso de exhumaciones, ya sea a nivel local o nacional, en su configuración histórica. 

			Por lo tanto, este viaje se inicia aproximándose a los orígenes de la gestión física y legal de los cadáveres «mártires», para lo cual ampliamos el margen cronológico hasta 1936. La gestión legal, ideológica, forense y funeraria de esos cuerpos nación se conformó a través de dos aristas principales. En primer lugar, a través de la denominada «administración de la muerte» llevada a cabo principalmente a través del Boletín Oficial del Estado (BOE). Este diario oficial ha permitido rastrear el desarrollo de las principales políticas mortuorias aplicadas durante la guerra, en las que las autoridades rebeldes subvirtieron las normas proclamadas con anterioridad por la República. Los actos y procederes en torno a los cadáveres «caídos» se convirtieron en un recurso para ejercer el poder e instaurar el nuevo orden deseado. Como veremos, a partir de 1936 el BOE fue también el lugar donde se publicaron las nuevas leyes y disposiciones judiciales a través de las cuales se iniciaron, asentaron y regularon los procesos de recuperación de los cadáveres de los «caídos» y «mártires» desde la guerra y tras ella. Su estudio permite conocer las bases legales en las que se sustentaban los procesos judiciales, con especial atención a aquellas desarrolladas desde 1936 hasta 1946. Estas leyes permitieron extender la figura legal de víctima a todo aquel «asesinado por las hordas marxistas» e introdujeron la retórica ampliada de la víctima como «mártir y caído». Tales disposiciones legales fueron parte de los pilares que brindaron a la Dictadura la posibilidad de asentar legalmente la figura del «mártir y caído por Dios y por España» como víctima exclusiva.

			La otra arista se conformó a través de los procesos jurídico-militares, durante la guerra y, tras ella, en el proceso judicial incoado el 26 de abril de 1940: la «Causa General». Esta arista aglutina los procesos de investigación judicial sobre las víctimas del Régimen, la localización de las fosas, los actos de exhumación, las prácticas forenses asociadas y los traslados e inhumaciones de sus cadáveres. Una serie de actuaciones que conformó lo que se ha denominado, en el contexto de la presente obra, «gestión de los cuerpos nación». En primer lugar, esta obra prestará atención a las Causas Generales Militares (1937-1939), antecedentes de la «Causa General» de 1940, ejecutadas desde las Auditorías del Ejército de Ocupación. Se trató de mecanismos jurídico-políticos que fueron desplegados como herramientas eminentemente propagandísticas. A través de ellos se llevaron a cabo investigaciones para recopilar información sobre las «víctimas y responsables» del denominado «terror rojo», pero se ha demostrado que estos procedimientos también ejecutaron exhumaciones en varias provincias. Se han localizado desde las realizadas ya en 1938 en las Merindades de Valdeporres, al norte de la provincia de Burgos, o en el municipio de Mazcuerras (Cantabria), hasta los desenterramientos más masivos llevados a cabo por la CGM de la provincia de Madrid, en los meses de agosto y diciembre de 1939: la primera en el barrio de Usera (Madrid) y la segunda en el municipio de Torrejón de Ardoz, en las proximidades del castillo de Aldovea. El análisis de estos primeros procesos jurídicos-políticos demuestra que las «listas de víctimas», su localización, exhumaciones, conmemoraciones y, por supuesto, búsqueda de «culpables» por parte de los sublevados fueron procesos de temprana iniciación, ya puestos en marcha durante la guerra y que se extenderán hasta abril de 1940. Aun así, esta obra confirma que el proceso legal e ideológico de gestión de los cadáveres de las consideradas víctimas para el Régimen fue principalmente ejecutado y regulado a través del proceso judicial denominado «Causa General», instruido por la Fiscalía del Tribunal Supremo a través del decreto del 26 de abril de 1940. De este modo, se transitó de los tribunales militares, propios del periodo anterior, a la Fiscalía del Tribunal Supremo del nuevo gobierno dictatorial. Se demuestra, a su vez, una continuidad procesal con las actuaciones jurídico-político-propagandísticas previas, a partir de las cuales son asumidas las investigaciones realizadas y la documentación legal generada por la CGM dentro del nuevo proceso judicial.

			Tras ello se presentará la estructura de la CG, y en particular la que interesa en la investigación sobre los cuerpos nación. Se ha identificado la «Pieza primera o principal» como procedimiento en el que principalmente se localizaba el material documental de interés, pero, a su vez, se ha revelado una conexión constante entre las diferentes piezas judiciales, al igual que se confirma que la organización de la documentación no seguía un riguroso orden. Debido a ello, se han hallado en otras piezas judiciales, más allá de la «Pieza primera», investigaciones abiertas en relación con procesos de localización y exhumación de cadáveres, así como actas de exhumación, archivos forenses, normativas e instrucciones de actuación. La inmersión en un total de cuarenta y tres provincias permite demostrar que la distribución territorial del procedimiento evidencia un desarrollo diferencial desde la apertura del proceso judicial y sus piezas, más numerosas y extensas en aquellos territorios que permanecieron algún tiempo o hasta el final de la guerra bajo el gobierno del Frente Popular. Se demuestra que la gestión de los cuerpos nación fue un proceso multidimensional totalmente gestionado por el Estado y judicializado a través de la CG desde abril de 1940. Asimismo, se revelará su carácter centralista. El eje y núcleo de la investigación judicial, que regulaba, controlaba y ejecutaba directa o indirectamente el proceso, se localizaba en el Tribunal Supremo de Madrid. A su vez este apartado demostrará que existió una división territorial clara del proceso legal. La única provincia con una pieza explícita para la investigación, la localización de las fosas y las exhumaciones de los «caídos por Dios y por España» fue la de Madrid. Esta «Pieza especial de Madrid. Exhumaciones de mártires de la Cruzada» cuenta con veinte expedientes, entre los que se localizó el documento «Normas sobre la exhumación», gracias al cual hemos podido aproximarnos a las pautas iniciales de actuación que marcó el proceso judicial en torno a las exhumaciones de sus víctimas y cuyos inicios dejaban claro el monopolio que deseaba tener la CG.

			El segundo bloque identificado demuestra que a partir de octubre de 1940 comenzó la apertura de las CG de las provincias, encabezadas por los fiscales delegados de cada una de ellas. Su desarrollo se inició a través de las instrucciones enviadas desde la capital, donde los modelos que las conformaban marcaron los procedimientos. Modelos tan importantes como el número 15, que daba orden a todos los ayuntamientos de no permitir «ninguna exhumación sin previa autorización de la Causa General de la provincia respectiva». Otro modelo al que se prestará especial atención será el que contenía los «Estados 1, 2 y 3», a través de los cuales los ayuntamientos de todo el territorio dieron cuenta de las personas de sus municipios y de fuera de ellos que habían muerto o desaparecido en «época roja». Estos documentos fueron herramientas fundamentales para la recopilación de información por parte de la Fiscalía.

			Mostraremos el extenso alcance territorial que tuvo el proceso, evidenciado a través del análisis de documentación de un total de cuarenta y tres provincias de las cincuenta que componían el territorio. Esta extensa distribución del proceso tuvo como fin, entre otros, la obtención de una información clave deseada por el Régimen: un listado general de «víctimas» y de «culpables». Se manifiesta así la exhaustividad empleada por la CG en lograr, como se explicita en la documentación, que no quedaran «asesinados sin denunciar». Este hecho nos permite constatar el contraste existente con los procesos vividos por aquellos que fueron víctimas mortales de las fuerzas sublevadas y de la Dictadura, ya que hoy en día todas las investigaciones sobre estas víctimas no han contado con un proyecto político y estatal de igual magnitud.

			Tras lo anterior, en el capítulo segundo se profundiza en las vías y fuentes de obtención de la información utilizadas por la CG para realizar la investigación, localización y exhumación de los cuerpos que consideraron sus víctimas. A continuación, el estudio de los procesos mostrará la particularidad de una de las fuentes principales de obtención de información por parte de los agentes judiciales: las «declaraciones» de familiares y «testigos». Estas revelan que la justicia dictatorial utilizó mecanismos impositivos y coercitivos al obligar a su cumplimiento a través de amenazas con sanciones económicas o penas de prisión a través de la aplicación de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. Gracias a ellas quedan claros los procedimientos de violencia ejercidos sobre los propios aliados de la entidad perpetradora. Se demuestra que la propia construcción del proceso judicial y la narración martirial sobre sus cadáveres emanaron de la violencia inherente al Régimen.

			Al mismo tiempo, se analiza cómo estas prácticas judiciales se tornaron aún más violentamente represivas cuando las herramientas de obtención de información se aplicaban sobre los «sospechosos» y/o detenidos. Estos fueron incorporados a los procesos de investigación sobre los cuerpos nación, en primer lugar, a través de la toma de lo que denominan «declaraciones». Además, se ha descubierto el papel que estos detenidos tuvieron en los actos de localización de fosas e incluso en las exhumaciones. El análisis de los procedimientos judiciales, aplicados en la gestión de los cuerpos nación, mostrará al lector que la CG llevaba la represión en su estructura formativa y la ejercía incluso sobre aquellos que consideraba sus víctimas o aliados. Estos ejercicios de imposición judicial sobre aquel sujeto que no acatara ese ordenamiento dictatorial muestran además no solo que la CG fue un proceso para generar represión, sino que su propia construcción y desarrollo fueron ejecutados utilizando modos coercitivos y represivos.

			A su vez, como consecuencia de la amplia distribución geográfica del proceso, los alcaldes y los ayuntamientos fueron fuente principal de información para la localización de víctimas, fosas y «sospechosos». Se convirtieron en uno de los principales canales de transmisión de las órdenes y actuaciones de los agentes judiciales a las poblaciones locales. Igualmente, se identificará a los demás agentes implicados en los procesos jurídico-políticos aquí analizados: desde los cuerpos de seguridad de la Dictadura —la Guardia Civil, los cuerpos de policía y el ejército— hasta la propia FET de las JONS, las «asociaciones de familiares» de los «caídos» y «mártires» y los agentes religiosos. El análisis de la participación y funciones de cada uno de ellos en el aparataje judicial revelará la existencia de jerarquías y disputas entre las diferentes motivaciones y sus agendas y deseos. Se expondrán confrontaciones entre familiares, asociaciones y órdenes religiosas que pondrán de manifiesto el uso de los cuerpos nación como herramienta que privilegiaba los intereses particulares de algunos de los agentes involucrados en el proceso. Así, la profunda simbología y utilidad política de los restos orgánicos rescatados de las fosas les convertían en objetos físicos para el ejercicio del poder.

			Tras esta profunda inmersión en la estructura del proceso, el capítulo tercero de esta obra aterriza de lleno en los casos particulares de gestión física sobre los cadáveres, y prestará especial atención a aquellos que incluyeron la exhumación. A través de la documentación de la CG, se han localizado y analizado 116 exhumaciones realizadas en la provincia de Madrid, desde 1939 hasta 1952, y un total de cincuenta y cinco exhumaciones en las otras provincias analizadas, desde octubre de 1936 hasta diciembre de 1948. Estos 171 casos han permitido obtener una visión global del proceso de recuperación física de los cadáveres de los «mártires y caídos por Dios y por España». El 26 de abril de 1940 es la barrera temporal que separará el análisis en el primer apartado de este capítulo, demostrando que existen prácticas y realidades políticas que afectan y diferencian el proceso antes y después de esa fecha. En la provincia de Madrid, se ha hallado un total de treinta y nueve exhumaciones realizadas desde aproximadamente el 1 de abril de 1939 hasta el 19 de abril de 1940. Estas exhumaciones fueron descritas por los ayuntamientos y respondieron al deseo de familiares de trasladar los cuerpos de sus deudos a otros cementerios municipales de la provincia de Madrid o de otras provincias. Su análisis evidenciará que no se aplicaron protocolos de exhumación y que fueron procesos muy irregulares acometidos por los propios familiares, por ayuntamientos municipales sin autorización o por autoridades militares o civiles poco definidas, y que no incluirían procesos directamente ejecutados por la CGM. Se generaron así procesos con nula documentación judicial y forense, convertidos en meras referencias aportadas por los ayuntamientos.

			A continuación se profundizará en los procesos de recuperación de cadáveres en las provincias analizadas antes de la incoación de la CG. A diferencia de lo ocurrido en la provincia de Madrid, los procesos de localización de fosas, exhumaciones e inhumaciones fueron más tempranos en otras provincias, incluso desde el primer año de la guerra. A medida que se ocupaban los territorios por las fuerzas sublevadas, se iniciaban los procesos en torno a la recuperación de cadáveres de las consideradas víctimas de las «hordas marxistas». Serán treinta y uno los casos de exhumaciones localizados a través de documentación judicial, y se extienden desde septiembre de 1936 hasta 1940. Estos nos permitirán dibujar nuevamente un proceso poco regulado, en el que no se aprecian protocolos diferenciados entre tipos de «mártires» y «caídos» y donde ya se insertaba la narrativa política y simbólica de la «persecución religiosa» y de las violencias y el «martirio» tanto civil como religioso. Procesos de exhumación cuyo vestigio son breves referencias, nuevamente sin aporte de documentación judicial o forense.

			Dos ejemplos que se distanciarán de las características anteriores serán las dos grandes prácticas de investigación, localización y exhumaciones de cadáveres realizadas tras el fin de la guerra, en 1939, en la provincia de Madrid. Nos referimos al denominado caso de los «Desaparecidos del sector de Usera» y al caso «Exhumaciones de mártires de la Cruzada en el término municipal de Torrejón de Ardoz». Estos actos supusieron la extracción de un número estimado de 481 cadáveres, de los cuales únicamente 103 constan como identificados. Fueron ejecutados bajo la gestión de la «Causa General Militar» de la provincia de Madrid, y la documentación resultante, en ambos actos, fue incluida con posterioridad en las piezas que conformaron la CG en 1940. Dos procedimientos instruidos por la CGM con aplicación judicial y técnica desigual, con agentes forenses implicados en el primer caso y sin ellos en el segundo y con índices de identificación muy distintos pero que, analizados en conjunto, y a pesar de su temprana realización, no superan el 32,6 por 100.

			Tras este primer marco cronológico, se entrará de lleno en los casos incluidos y gestionados directamente por el proceso judicial de la CG a partir de 1940. Se comenzará con el análisis particular de la «Pieza especial de exhumaciones de mártires de la provincia de Madrid», ya que esta recoge los principales actos de investigación, localización y exhumación de los cadáveres que el Régimen consideraba sus víctimas o potenciales víctimas. Nos será posible exponer las distintas motivaciones para abrir expedientes de exhumación y la diferencia entre aquellas prácticas que contaron directamente con la presencia de agentes judiciales y aquellas que únicamente disponían de su autorización.

			Gracias a los expedientes de la «Pieza especial de Madrid», hemos podido saber que fueron veintidós exhumaciones las realizadas con gestión y presencia directa de la CG desde 1940 hasta 1945, y a través de ellas podremos conocer el desarrollo de las prácticas de exhumación bajo gestión judicial. Se presentará a los actores implicados y sus labores, prestando atención no solo a los agentes judiciales, sino también a los forenses y su papel en los procesos de recuperación de los restos humanos y sus prácticas médico-legales posteriores. 

			Al mismo tiempo, esta obra permitirá transitar por las diferentes realidades del proceso de gestión de los cuerpos nación en las otras cuarenta y dos provincias estudiadas. Se ha podido rastrear los procedimientos judiciales en torno a la figura de la víctima del Régimen, las principales órdenes e instrucciones judiciales que los regulaban, su alcance territorial y, sobre todo, su aplicación real. Concretamente, se procedió a realizar un total de cincuenta y cinco exhumaciones desde octubre de 1936 hasta diciembre de 1948. Estos casos nos permitirán indagar en el número de cuerpos exhumados e identificados para poder así ampliar el marco comparativo con las llevadas a cabo en la capital y tener una visión global aportada por los 171 casos de exhumación localizados a nivel estatal desde 1936 hasta 1952. 

			Llegados al cuarto capítulo, nos detendremos en una de las piezas fundamentales del proceso: los médicos forenses y sus prácticas. A través de los «Informes médico-legales» de la provincia de Madrid, sumados a los materiales forenses localizados en las otras provincias, se revelarán las técnicas y las metodologías aplicadas por los profesionales forenses en los procesos de identificación, el diagnóstico de la muerte y la data del fallecimiento en todos los territorios analizados. A través de esta documentación forense nos aproximaremos a las propias evidencias materiales de las exhumaciones, a los restos humanos, a sus perfiles antropológicos, así como las materialidades que los acompañaban, información que nos permite complejizar el análisis sobre sus orígenes y las atribuciones ideológicas sobre estos cuerpos. 

			Como aporte diferencial y poco usual en obras de carácter histórico, la aquí presente incluye una evaluación profesional de las prácticas forenses realizadas siguiendo unos estándares científicos contemporáneos, junto con la comparación entre las distintas metodologías aplicadas en los casos analizados y la comparación con casos forenses realizados durante la guerra. A través de este análisis se evidenciará una aplicación negligente de los conocimientos forenses de la época, empleados de manera incorrecta o incompleta en la mayoría de los casos analizados. Se revelan unas prácticas inadecuadas, con precisión metodológica variable, e incluso criterios opuestos en cuanto a las técnicas de identificación. Igualmente, la documentación forense asociada a los cuerpos nación revelará un bajo interés por parte de la CG por señalar la causa de la muerte en sí. El principal deseo de la Fiscalía fue la identificación ideológica y personal de los cadáveres o, en los casos que llaman la atención sobre las causas de la muerte, será en realidad un interés por construir lo que denominaban «mecanismo de muerte» ejercido por el «enemigo». A su vez, estas páginas recogerán la relación específica entre las prácticas forenses vinculadas a los procesos de exhumación y la ideología del Régimen más allá de las negligentes prácticas profesionales evidenciadas. La propia documentación forense presentaba no solo un lenguaje científico impregnado de un discurso ideológico particular, sino principalmente unas prácticas forenses que también lo estaban. Las evidencias permitirán afirmar que los médicos forenses, y su «verdad científica», actuaron bajo las órdenes de los fiscales de la CG, y relegaron la correcta aplicación de la labor científica a favor de los intereses del proceso judicial y la construcción de la figura del «mártir y caído por Dios y por España».

			El quinto y último capítulo de esta obra, titulado «Cuerpos nación versus damnatio memoriae», se divide en tres aparatados diferenciados pero que responden a aspectos que complementan la información precedente y pretenden complejizar y enriquecer su entendimiento. En primer lugar, se prestará atención al carácter propagandístico y a las utilidades políticas del proceso judicial y forense para el Régimen. De esta manera, a través de una serie de documentos localizados en las profundidades de la CG, se prestará atención a la obra «resumen» surgida del proceso judicial en 1943 y publicada por el Ministerio de Justicia de la Dictadura, la denominada Causa General. La dominación roja en España. Se valorará la distribución nacional e internacional de la obra y las objeciones expresadas por la Oficina de Prensa del Ministerio de Asuntos Exteriores y por el agregado cultural de la Embajada de España en Londres en cuanto a su distribución en el extranjero. A través de las contestaciones por parte de los agentes judiciales de la CG, revelaremos la primorosa necesidad que tenía el Régimen de justificar las acciones de violencia ejecutadas desde la sublevación militar, construyendo, a través del proceso judicial, una narrativa victimista sustentada en la figura de los «mártires y caídos» y su gestión legal y forense. A su vez, otros elementos incluidos en este capítulo nos permitirán navegar a través de la prensa que recogía los procesos de exhumación o traslados de cadáveres «mártires» en diecisiete provincias, desde diciembre de 1936 hasta octubre de 1954, para obtener una visión global de los mecanismos que construyeron la narrativa martirial y la distribuyeron nacionalmente. 

			Estos actos deben ser tenidos en cuenta, ya que a través de ellos comprobamos que los procesos de recuperación de los cadáveres fueron en muchos casos acompañados de actuaciones políticas y religiosas, conmemoraciones que se convirtieron en la punta del iceberg visible del proceso de la gestión de los cuerpos nación. Un ejemplo de ello será el traslado de féretros desde Soto de Aldovea y desde el cementerio de la Almudena hasta Paracuellos de Jarama en diciembre de 1939, un acto al que denominaron «cortejo fúnebre» y que nos permitirá aterrizar en uno de estos procesos de exaltación conmemorativa o más bien imposición conmemorativa. Los actos emanados directamente de las exhumaciones y con presencia física de los cadáveres nos brindan la posibilidad de observar el uso de la agencia política impuesta sobre ellos. Como se demostrará, esta ceremonia de Aldovea tenía una finalidad clara de control social y político y de elaboración de un relato martirial que, por un lado, justificaba el golpe de Estado y, por otro, daba sentido a la muerte de los identificados como «caídos».

			Como broche final, el último apartado de esta obra aborda la denominada damnatio memoriae aplicada por la CG. El estudio de todos los peldaños que conforman la gestión de los cadáveres de estos cuerpos nación ha revelado un proceso con un objetivo deliberadamente excluyente, que dejaba fuera de la legislación a las víctimas políticas y civiles contrarias a la ideología del Régimen. Decretos legales de exclusión, prácticas de no inscripción en los registros civiles o inclusión con la categoría de personas «no afectas o contrarias al Glorioso Movimiento Nacional», así como la negativa deliberada del proceso judicial de la CG o el falseamiento de registros para la apropiación de víctimas, son algunos de los procedimientos que se presentarán en este apartado. Tales prácticas de exclusión radical de los vencidos en la guerra serán analizadas como una suerte de damnatio memoriae, una condena de la memoria, aplicada sobre las víctimas de la violencia sublevada y dictatorial y a través de la cual se les condenó como enemigos a no poseer un espacio legal de muerte.

			La Dictadura pretendió escribir el pasado y el futuro a través de los huesos de sus «caídos». Durante más años de los que deberíamos poder reconocer, ha existido un tratamiento diferencial entre las víctimas del franquismo y los cuerpos nación. En estos últimos ochenta años desde el fin de la guerra, solo se ha ejecutado un único proceso judicial a nivel estatal exclusivamente destinado a las víctimas de los vencedores. Hasta ahora se desconocía cómo se desarrolló dicho proceso judicial aplicado sobre los «mártires y caídos por Dios y por España», pero gracias a esta obra podemos revelar que fue un proceso judicial inquisitivo, violento, excluyente, represivo y jerárquico que, sumado a los negligentes procesos de exhumación y prácticas forenses, deseamos que sirva para deslegitimar definitivamente el proceso judicial de la CG y las narraciones pretendidamente históricas que emanaron de él.
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			CAPÍTULO PRIMERO


			
La construcción legal de los «mártires y caídos por Dios y por España»

			
LA ADMINISTRACIÓN DE LA MUERTE Y EL BOE


			El nombramiento el 1 de octubre de 1936 del general Franco como jefe del Estado por parte de las fuerzas sublevadas14 inauguró un proceso legislativo, derivado de la construcción del Nuevo Estado. En él se incluyeron los procedimientos desarrollados en torno a la recuperación, el traslado y las inscripciones de fallecidos correspondientes a aquellos cadáveres que consideraron propios y a los que atribuyeron la categoría de víctimas. El presente apartado pretende trazar la cronología de estas prácticas, el desarrollo del proceso en sí y su extensión en la posguerra. Su estudio permitirá analizar la base legal en la que se sustentaban los procesos judiciales, con especial atención a la desarrollada desde 1936 hasta 1946.

			Desde 1936, el Boletín Oficial del Estado (BOE)15 fue una de las herramientas principales de las fuerzas sublevadas para iniciar la regulación y administración de estos cuerpos muertos bajo una suerte de lo que podría denominarse «administración de la muerte». El BOE del 26 de octubre de 1936 publicó, en su página 12, una orden que incluía el «Dictado de normas para el traslado de cadáveres de los muertos en campaña»16. 

			Siendo numerosas las legítimas solicitudes tramitadas para el traslado de muertos en campaña de unos lugares a otros del territorio ocupado por nuestro Glorioso Ejército, solicitudes que en términos generales se vienen concediendo sin cumplirse estrictamente las disposiciones vigentes sobre féretros de cinc y reconocimiento médico, ya que las circunstancias actuales precisan dar el máximo de facilidades en estos traslados de quienes dieron su vida por la Patria, [...].

			Esta orden es prueba, en primer lugar, de la temprana actuación y legislación en los procesos de recuperación de cadáveres, a partir de los cuales se especifica el carácter de «muertos en campaña». Señalaba que se realizaban «numerosas» solicitudes de traslados, que consideraban «legítimas». Según muestra este documento, esos traslados ya se estaban produciendo, pero, por lo que se deduce de él, sin cumplir «estrictamente» con las disposiciones sobre el uso de féretros de cinc y el reconocimiento médico, ambos requisitos sanitarios obligatorios vigentes desde 193117. Debido a ello, las autoridades sublevadas acuerdan dar el «máximo de facilidades en los traslados...»18 y en lo que tuviera que ver «con el aspecto sanitario», señalando el «menor precio posible».

			En este mismo documento se argumenta que lo que denominan «circunstancias actuales», en referencia a la guerra, precisaban «dar el máximo de facilidades en los traslados de quienes dieron su vida por la Patria». Estas medidas, y su temprana difusión, muestran la voluntad política por parte de las fuerzas sublevadas de atender la adecuada gestión de sus cadáveres y, por tanto, dotan a este proceso de una importante carga ideológica y política, que será constante y cuyas referencias impregnarán todo el proceso. 

			Las medidas de gestión de estos cadáveres se desarrollaron con la promulgación del decreto-ley del 8 de noviembre de 1936, cuya vigencia perduró tras la guerra y que estaba muy vinculado a los procesos de exhumación llevados a cabo por el Régimen, y más concretamente con los procesos de identificación. Este decreto se iniciaba exponiendo lo siguiente: 

			Consecuencia natural de toda guerra es la desaparición de personas, combatientes o no, víctimas de bombardeos, incendios u otras causas con la lucha relacionadas, acaeciendo que, no obstante la certeza del óbito, la identificación de los cadáveres, ya por ser desconocidas las personas en el lugar en que su muerte ocurriera o por aparecer deformes o descompuestos, resulta labor imposible. Esta circunstancia [...] demanda ahora con más intensidad la adopción de una medida análoga tendente a facilitar la inscripción de ausencias, desapariciones o fallecimientos19.

			Esta ley promulgaba una serie de decretos con el fin de facilitar, como indicaba en el preludio, la inscripción en el Registro Civil del «fallecimiento o la de desaparición de personas, ocurridas con motivo de la actual lucha nacional contra el marxismo», fuesen o no «combatientes». Además, incluía una prerrogativa que exponía lo siguiente: «[...] Transcurridos que sean cinco años desde la inscripción [...] el juez declarará la presunción de muerte». Esta medida tuvo gran relevancia no solo durante la guerra, sino que fue una parte importante del proceso legal sobre los cadáveres de los considerados vencedores. Estas inscripciones fueron efectuadas principalmente a través del proceso judicial de la CG, que, a su vez, contó con un deliberado carácter excluyente sobre los cuerpos de los «vencidos», como veremos a lo largo de esta obra. 

			En el ámbito de interés de los militares sublevados por facilitar la identificación de sus víctimas, destaca la orden dictada el 16 de enero de 193720, que recoge las «Instrucciones para los enterramientos en los frentes de Guerra». Estas instrucciones se iniciaban dictaminando que los lugares de enterramiento de los «muertos en campaña» debían señalizarse colocando «sobre la tumba de cada muerto [...] cruces o botellas con indicaciones de nombre y apellido». Todo ello, según argumentaban, para facilitar que sus familiares pudieran «identificar los enterramientos, visitarles o trasladar en su día los restos a otros lugares», si así lo deseaban. Esta orden debía ser comunicada a los diferentes cuerpos del ejército sublevado para su cumplimiento. 

			El documento incluye una serie de especificidades que van dirigidas a los «fallecidos en acción de guerra o accidente». Se indicaba que los enterramientos debían hacerse tras las primeras 24 horas y antes de las 48 horas desde el fallecimiento. En relación con el lugar de enterramiento, dispone que se procurase inhumar en los cementerios de los pueblos próximos; en caso de tratarse de un elevado número de cadáveres, se especificaban las dimensiones que debían tener las «parcelas» de enterramiento, de 15 por 50 metros, que a su vez debían ser divididas en cuadrantes numerados y recogidas en un croquis. Las fosas debían ser individuales, y con una profundidad suficiente para que el cadáver quedara cubierto por medio metro de sedimento. En relación con la identificación directa del cadáver, señalaban que, si este carecía de medallas de identificación, se le debía colocar «entre las piernas» una botella que contuviera la filiación del individuo. Hasta el momento, esta metodología de identificación ha sido localizada en un procedimiento realizado por la Sociedad de Ciencias Aranzadi en las fosas del Fuerte de San Cristóbal, donde fueron exhumados 131 presos republicanos junto a los que el capellán de la prisión depositó una botella con sus datos en el momento de la inhumación21. Otra práctica similar ha sido constatada en una de las fosas exhumadas en Paterna (Valencia): en este caso, fueron los familiares de las víctimas republicanas quienes dejaron las botellas para identificaciones futuras22. En ambos casos se trata de fosas de víctimas del franquismo. Por el contrario, no se ha localizado ninguna referencia a la aplicación de esta técnica en las exhumaciones de fosas civiles realizadas por la Dictadura. 

			Además de la indicación anterior, para poder localizar cada enterramiento individual, se ordenaba poner una cruz «profundamente enterrada». En ella debían constar los siguientes datos: en el brazo vertical, el número de la fosa; en el horizontal por su cara anterior, el nombre y apellidos, y en la cara posterior, el cargo o «cualidad». 

			El documento, incluso, hace referencia a los enterramientos de aquellos combatientes que profesaban la religión islámica en el ejército sublevado. Se especificaba que, en estos casos, debía habilitarse un cementerio aparte para ellos, «alejado del cristiano», de las mismas características y dimensiones, aunque con la variación en la orientación, que debía ser la usada en el «rito mahometano», y en vez de cruces solo habían de colocarse unas piedras. Igualmente, las piedras debían delimitar las fosas o «parcelas» en ambos cementerios. 

			Las «Instrucciones» recogen en un apartado específico, en un solo párrafo, el destino reservado a los «cadáveres del enemigo». Estos cuerpos, según manifiesta la orden, debían ser enterrados en «fosa común, en lugares próximos a donde se encuentren, cercándole también para su posible reconocimiento». La tipología de las fosas de las víctimas de la violencia sublevada y dictatorial revela que esta práctica en realidad no llegaría a producirse. Los cuerpos eran enterrados en fosas comunes, pero no se señalizaban, y menos existía un interés por un «posible reconocimiento» por parte los sublevados, como demuestran las tipologías de las más de 780 fosas exhumadas en los últimos veinte años23. Este proceso de tratamiento diferencial de los cadáveres está en la base de lo que Francisco Ferrándiz ha denominado apartheid funerario, fundamental para entender el perfil de las exhumaciones contemporáneas de fosas comunes24. 

			Al continuar la lectura del proceso, el documento hace referencia a los traslados e inhumaciones. Destaca que, en el caso de los cadáveres considerados «distinguidos», recibirían instrucciones especiales de gestión por parte del «Mando». Es destacable la legislación que regía en lo relativo a los traslados e inhumaciones y cómo esta se oponía directamente a las legislaciones vinculadas con la gestión de cuerpos y la higiene pública impulsadas por la II República. Se procedería, de hecho, a su derogación. 

			Estas acciones realizadas por las fuerzas sublevadas y tras la guerra por la Dictadura no pueden desvincularse del proceso ideológico y político que las impulsan y al que sustentan. En relación con los cadáveres «distinguidos», aquellos «caídos ilustres» del Régimen, destaca el traslado de los restos mortales del que fuera fundador de Falange Española (FE), José Antonio Primo de Rivera, cuya muerte25 para la religión política de la Dictadura, como señala Box, le convertiría, junto al protomártir Calvo Sotelo, en uno de los mártires por excelencia26. En el segundo aniversario de su muerte se realizó el traslado de su cadáver desde Alicante hasta el monasterio de El Escorial (Madrid) en una procesión a pie —día y noche— que se prolongaría diez días y durante la cual su féretro fue llevado a hombros por jefes militares y de la Falange27. El acto, con componentes claramente políticos e ideológicos de enorme importancia para el Régimen naciente, incumplía leyes de tratamiento de cadáveres instauradas por la propia República. La ley del 29 de marzo de 193128 indicaba que estaba prohibido el traslado a hombros de ningún cadáver, pues estos debían ser trasladados por un coche fúnebre. Igualmente, la ley del 6 de febrero de 1932 estipulaba, entre otros aspectos, que en «ningún caso» se permitía la inhumación en los templos o en sus criptas. Como vemos, ambas leyes fueron incumplidas en el traslado e inhumación de sus restos mortales. Estos actos funerarios en torno a José Antonio fueron básicos para sentar las bases de las políticas mortuorias del Régimen, las cuales, entre otras cosas, pretendían recuperar los rituales de muerte y los cortejos fúnebres con que a principios del siglo XIX se honraba a dirigentes políticos y militares, como se había hecho antes solo con miembros de la realeza29. 

			En cuanto a la ley del 30 de enero de 193230, promulgada en época republicana, los sublevados también legislaron en oposición a uno de sus principales apartados. Dicha ley dictaminaba que los cementerios municipales serían comunes a todos los ciudadanos sin diferencias por motivos confesionales y establecía la eliminación de las tapias de separación que existían entre los cementerios civiles y eclesiásticos. Además, reconocían la autoridad y gestión de los cementerios por parte de las autoridades municipales. La respuesta de los sublevados será la promulgación de la ley del 20 de diciembre de 193831, que derogaba la ley anterior, y la devolución de la propiedad y gestión a las iglesias y a las parroquias de los cementerios, estableciendo un plazo de dos meses para separar nuevamente los cementerios civiles de los eclesiásticos.

			Tras el 1 de abril de 1939, proclamada la «victoria» de los sublevados, se inició el proceso de construcción de la Dictadura (1939-1951)32 con la instauración del «Nuevo Estado», un periodo marcado por las «pugnas internas en las formas de definir el Estado, más vocacionalmente fascista entre 1939 y 1945 y más ligado al discurso nacionalcatólico entre 1945 y 1951»33. Años en los que España llevó a cabo un acercamiento a las potencias del Eje y un posterior aislamiento internacional tras la Segunda Guerra Mundial. En otras palabras, la España de la «autarquía, de la escasez y de los temores proyectados por la victoria y la represión»34. En este contexto, la Dictadura no solo impuso una continuidad del proceso de recuperación de los cuerpos de sus «mártires» y la elaboración de legislación específica, sino que amplió el proceso, lo extendió a todo el territorio y lo judicializó definitivamente a través de la CG. 

			Se iniciaba así un nuevo proceso legislativo en torno a la gestión de estos cadáveres que daba continuidad y asentamiento a esas políticas mortuorias. Un mes y medio después del fin oficial de la guerra, el propio Francisco Franco firmaba la ley de 15 de mayo de 193935, que facultaba a los ayuntamientos «[...] para dispensar o reducir las exacciones municipales que gravan las inhumaciones, exhumaciones y traslados de cadáveres víctimas de la barbarie roja o muerte en el frente». 

			La misma ley planteaba que el coste de los traslados era tan «elevado en su totalidad» que era necesario tomar medidas para facilitar que se pudiera, como indica el documento, «rendir postrero homenaje de respeto a los restos queridos de personas asesinadas en circunstancias trágicas o muertas en el frente y cuyo enterramiento se ha verificado muchas veces en lugares inadecuados». 

			Es de destacar la siguiente expresión: «la verdadera necesidad de rendir el postrero homenaje de respeto a los restos queridos». Ese «respeto» a sus restos mortales supuso dar facilidades para su exhumación, traslado, inhumación y conmemoración, y así lo dejaba claro el Régimen con su temprana legislación. Con ello sus víctimas mortales fueron artífices de todo un proceso regulado e institucionalizado antes incluso de que se iniciara el proceso judicial de la CG en 1940. 

			Justo antes de ello, el 7 de febrero de 1940, será aprobado un modelo específico de documentación y serán regulados los derechos de expedición de actas de exhumación, donde se recogían una serie de necesidades y medidas particulares. Dicho documento fue firmado por el director general de Sanidad, José Lorente. 

			[...] se hace preciso reglamentar de manera concreta y terminante la expedición de certificados médicos que sirvan como actas de exhumación, según el modelo que se publica, ya que, hasta la fecha, se cumplía tal requisito en papel común, sin ajustarse a un modelo oficial determinado y con dejación de derechos que es preciso recoger. En su virtud, este Ministerio se ha servido disponer: [...] el modelo de acta de exhumación con arreglo a las características consignadas en el inserto al final de esta Orden [...]. Los derechos de expedición de dicho documento serán de ocho pesetas, [...] un acta de exhumación al precio de 0,25 pesetas [...]36.

			Igualmente, este documento dejaba muy claro sobre quiénes debían aplicarse dichas actas, pues en él se afirmaba que solo se facilitarían a aquellas personas que las utilizaran «en la exhumación de cadáveres de personas caídas por Dios y por España, bien en los campos de batalla o asesinadas o fallecidas a causa de padecimientos sufridos durante la dominación marxista».

			Como medida para proteger los lugares aún no exhumados, instruyeron la orden del 4 de abril de 194037 que convertiría las fosas en lugares sagrados. El Régimen «moviliza lo sagrado»38 para construir la memoria de todos sus «caídos». La orden concretamente disponía que los ayuntamientos debían adoptar medidas que garantizasen «el respeto a los lugares donde yacen enterradas las víctimas de la revolución marxista»39. Hace referencia a aquellos enterramientos localizados en distintos lugares que no habían sido reclamados hasta esa fecha y que el gobierno dictatorial deseaba proteger para que no desaparecieran. Se señalaba que hasta que pudieran «ser recogidos dichos restos en el Panteón de los Caídos», se debían adoptar «con carácter provisional medidas que aseguren el respeto a los expresados lugares, convirtiéndolos en tierra sagrada, bajo el cuidado de los Ayuntamientos». Para ello dispusieron que los ayuntamientos acotasen y cerrasen, de modo provisional, aquellos lugares donde constase de «manera cierta que yacen restos de personas asesinadas por los rojos». La orden especifica que se alude únicamente a quienes no habían sido «identificados o reclamados por sus familiares». Algunos de estos lugares destacados se convertirían en permanentes y se monumentalizarían, como sucedió en el «Camposanto de Paracuellos» en Madrid. Comprobamos que incluso los terrenos de enterramiento se convertirían en lugares privilegiados tras solicitar a la autoridad eclesiástica que se les considerase tierra sagrada, al mismo nivel que un cementerio municipal. En el caso de que el número de cuerpos fuese muy reducido, los ayuntamientos podrían acordar su traslado a una parcela específica en el cementerio más cercano. Además, los dueños de los terrenos donde se encentraban los restos debían permitir su uso y no tendrían derecho a indemnización ni reclamación alguna.

			La orden del 1 de mayo de 194040, firmada por Serrano Suñer41, atendía ya no solo a los «fallecidos en acción de guerra o accidente», sino a todo aquel «asesinado por las hordas marxistas», con lo cual introduce la retórica ampliada de la víctima como «mártir y caído». Esta orden indicaba que la orden del 6 de mayo de 1939, que concedía seis meses de plazo a «todo aquel que desease exhumar el cadáver de alguno de sus deudos [...] para ser inhumado en el cementerio», debía ampliarse debido a las numerosas solicitudes que se habían presentado y que se seguían presentando. Por ello, y para atender a las «justas aspiraciones» de estos familiares, articularon una serie de nuevas disposiciones, todas ellas solo y únicamente destinadas a los «asesinados por las horadas rojas». 

			Primero indicaban que todo aquel que quisiera exhumar el cadáver de su familiar, para reinhumarlo en el cementerio, debía solicitárselo al gobernador civil de la provincia correspondiente. En segundo lugar, especificaban que, si la exhumación o la inhumación debían hacerse en distinta provincia, la solicitud debía ser elevada a la Dirección General de Sanidad, y si la inhumación se iba a realizar en «criptas, templos, casas religiosas o en sus locales anejos», debía contar con autorización eclesiástica. En tercer lugar, señalaban que la instancia tenía que ser elevada por el familiar más cercano del fallecido, «el que, en consideración a la patriótica muerte de sus deudos», estaba exento de pago de derechos sanitarios. En esta orden no mencionaban que en realidad no se eximía a los familiares de otros gastos de importancia asociados a las exhumaciones, como veremos en el capítulo tercero. En cuanto a religiosos o religiosas, la instancia debía ser presentada por el superior o superiora de la comunidad religiosa, que también disfrutarían de las exenciones de derechos mencionados. En su punto cuarto, planteaban la vigencia de decretos anteriores como el del 22 de octubre de 193642 y el del 31 de octubre de 193843. 

			Con estas reformas legislativas, no solo se extendía el derecho a exhumar a todos aquellos que consideraron «víctimas de las hordas rojas», sino que además la orden de 11 de julio de 194644 prorrogaba indefinidamente los enterramientos temporales. Los familiares de los «caídos» en la denominada «guerra de liberación» contaban con un plazo de diez años para realizar el traslado de sus restos de las sepulturas temporales, plazo que fue prorrogado indefinidamente. 

			Esta orden alegaba que la «cripta del Valle de los Caídos» ofrecería «digna sepultura a los restos de los héroes y mártires de la Cruzada», razón por la cual consideraban necesario proteger los casos que, por «falta de medios o por descuido de sus familiares», pudieran conllevar la pérdida de restos de los que «perecieron en las filas del Ejército Nacional como si sucumbieron asesinados o ejecutados por las hordas marxistas en el periodo comprendido entre el 18 de julio de 1936 y el 1.º de abril de 1939» o, con posterioridad, si murieron a consecuencia de heridas de guerra o prisión. Es de destacar que en 1946 afirmaban en la misma orden que los trabajos de construcción de dicha cripta se encontraban «muy adelantados». Una aseveración que resulta cuando menos exagerada, ya que no sería hasta el 1.º de abril de 1959, trece años después de esta orden, veinte años del final de la guerra y diecinueve de la publicación en el BOE de la orden de construcción, cuando se lleve a cabo la inauguración del monumento, el monasterio y la cripta45. 

			Otro aspecto importante al que el Régimen prestó una especial atención fueron las inscripciones en el Registro Civil. Nuevamente, se hizo una especial distinción para aquellas consideradas personas «asesinadas o cuya muerte haya sido debida a la ejecución de sentencias dictadas por Tribunales marxistas, fallecimiento durante su cautiverio o heridas o enfermedades contraídas en los frentes de combate formando parte del Ejército Nacional»46. Para ello la Dictadura modificó el artículo 86 de la Ley del Registro Civil a través de la orden del 29 de abril de 194047. Esta modificación incluyó, a la hora de realizar la inscripción, la especificidad del motivo de la muerte, incluyendo «la defensa de la Fe Católica o de los ideales nacionales» como motivo de asesinato o sanción. Esta modificación de la ley puede considerarse un «homenaje» para que constara el carácter de muerto como «mártir» y en su «inscripción de defunción en el Registro se consigne esa circunstancia tan honrosa para su memoria y sus familiares». Señalan también que se debía adoptar dicha medida con cautela para así «impedir que indebidamente se aplique [...] a personas que en realidad no la ganaron o no la merecieron». La orden, por lo tanto, dispone en el artículo primero que: 

			[...] [e]n todas las inscripciones correspondientes a la Sección III del Registro Civil relativas a personas asesinadas o cuya muerte haya sido debida a la ejecución de sentencias directas por las llamadas autoridades o tribunales marxistas: o por fallecimiento durante su cautiverio; o por heridas o enfermedades contraídas en los frentes de combate, formando parte de elemento componente del Ejército Nacional, se hará constar por nota [...] las palabras: «Muerto gloriosamente por Dios y por España» [...]. 

			Esta circunstancia tenía que ser demostrada, y para ello debían aportar una prueba las personas que solicitasen ese registro, «debiendo los Jueces encargados del Registro Civil cerciorarse de la certeza y veracidad de los hechos». Esta prueba debía venir certificada por las «Autoridades militares» y a través de un informe «unánime» del «Jefe de la Guardia Civil del Puesto correspondiente y del Jefe Local de Falange Española Tradicionalista y de las JONS»48. Si, aun así, tuvieran alguna duda sobre la veracidad, debían remitir el expediente por medio del juez municipal a la Dirección General de los Registros y del Notariado, que debía resolver definitivamente. Como veremos más adelante, esta pretendida rigurosidad no lo fue tanto en la práctica, ya que se enfrentaba a la necesidad del Régimen de sumar «caídos» a sus filas.

			Estas son algunas de las acciones legisladoras que llevaron a cabo los sublevados en relación con la gestión de los cuerpos de sus «muertos gloriosamente por Dios y por España», que destacan por su temprano surgimiento y por su relevancia posterior. Tras la victoria del bando sublevado, el 1 de abril de 1939, el Estado franquista aumentó la acción legisladora y la extendió a todo el territorio, involucrando a diferentes agentes estatales, como fueron los gobiernos locales, la Guardia Civil o los jefes locales de FET de las JONS. Esta atención prestada a los cuerpos muertos de los «caídos» desde la guerra fue la base sobre la que se irá construyendo la figura ideológica del «caído por Dios y por España» y el comienzo de una amplia legislación y estatalización definitiva en todos los ámbitos del proceso. Esos cuerpos fueron gestionados por y para la consolidación ideológica y política de la Dictadura. 

			Este primer apartado ha pretendido, pues, asentar las principales prácticas legislativas dentro de un proceso de administración de la muerte realizado por parte de las fuerzas sublevadas y la Dictadura. Se ha analizado cómo, a través de ellas, el BOE se tornó en herramienta a través de la cual los sublevados llevaron a cabo unas políticas mortuorias en un acto de subversión de aquellas normas proclamadas con anterioridad por la República. Convirtieron así los actos y procederes legislativos en torno a estos cadáveres en un espacio donde ejercer el poder e instaurar el nuevo orden deseado. A lo largo de esta obra se podrá apreciar cómo estos procesos legislativos se confrontarán con sus aplicaciones reales y se verá que algunas de estas leyes serán asumidas y otras superadas por el proceso judicial de la CG a partir de 1940. 

			El acto físico de gestión de los cadáveres de sus víctimas no solo se llevó a cabo a través de estas actuaciones legislativas y administrativas, sino que su principal ejecutor y regulador fue el proceso judicial denominado «Causa General», un procedimiento judicial instruido por la Fiscalía del Tribunal Supremo a través del decreto del 26 de abril de 194049, que concedía «amplias facultades a la Fiscalía [...] para proceder a instruir la “Causa General” en la que se reúnan las pruebas de los hechos delictivos cometidos en todo el territorio nacional durante la dominación roja».

			
LA CAUSA GENERAL MILITAR: ANTECEDENTES DE LA «CAUSA GENERAL» (1937-1939). LOS MECANISMOS JURÍDICO-POLÍTICOS Y PROPAGANDÍSTICOS 

			Antes de aterrizar de lleno en el gran proceso de gestión de los cuerpos de los «mártires y caídos» llevado a cabo por la CG, es necesario ir al origen directo de este proceso judicial, definido por Gil Vico como mecanismos jurídico-políticos50 que se pusieron en marcha por las fuerzas sublevadas y fueron iniciados durante la propia guerra. 

			Las investigaciones y la recopilación de documentación sobre los «hechos delictivos durante la dominación roja»51 tuvieron como objetivo permitir a los sublevados y a la Dictadura controlar la información y ejercer diferentes modalidades de represión. Asimismo, tenían un objetivo principal propagandístico, a nivel nacional e internacional. Este sería el motivo por el cual comenzarían, ya desde la propia guerra, a acometer este tipo de investigaciones y consiguientes publicaciones. Francisco Espinosa sitúa el origen de la CG y, por lo tanto, de estos procesos jurídico-políticos y propagandísticos en 1936. El 14 de agosto de 1936, una columna militar, al mando del coronel Juan Yagüe, ocupó Badajoz y produjo una matanza que arrojaría una cifra total de víctimas de en torno a 3.80052 personas. Según afirma Espinosa, con la intención de los sublevados de justificar los hechos violentos realizados por ellos en Badajoz, publicaron unos folletos titulados «Avance del Informe Oficial sobre los asesinatos, violaciones, incendios y demás depredaciones y violencias cometidos en algunos pueblos del Mediodía de España por las hordas rojas marxistas al Servicio del llamado Gobierno de Madrid»53. Estos folletos fueron traducidos e impresos en varios idiomas en respuesta a esa necesidad de justificar la violencia a nivel nacional e internacional. 

			Estas investigaciones judiciales iniciadas durante la guerra, al igual que los relatos transmitidos por las fuerzas sublevadas sobre las violencias cometidas por los «rojos», como señala Hugo García Fernández, tenían el objetivo de fomentar el odio hacia los partidarios de la República y activar una «campaña de propaganda dirigida a deshumanizar al enemigo y, de paso, justificar la represión física y simbólica»54. Ese mismo papel desempeñó la CG a partir de 1940, al extender la justificación de su represión durante la posguerra podríamos decir que hasta la actualidad, ya que la CG de 1940 sigue siendo base de justificación para muchos relatos que podemos oír hoy en día. Incluso desde el propio Parlamento se legitima el proceso judicial por el cual se sigue criminalizando a las víctimas de la Dictadura55. 

			Debemos seguir remontándonos a la propia guerra, a 1937, y más concretamente a las auditorías de guerra, también denominadas Causas Generales Militares (en adelante CGM)56. Estas fueron ejecutadas por las Auditorías del Ejército de Ocupación (1937-1939), organización creada durante la Guerra Civil por las fuerzas sublevadas como instrumento de control de los territorios que iban ocupando. Como demuestra su aplicación en la ocupación de Bilbao en 1937, existió una dimensión política, administrativa y judicial, canalizada a través de la auditoría de guerra, para dirigir la represión en las zonas ocupadas57. Una de sus principales labores se centraba en recoger información sobre las «víctimas y responsables» del denominado «terror rojo»58. Órdenes como la del 26 de septiembre de 1936 del Boletín de la Junta de Defensa59 constituyó uno de los primeros pasos en la instauración de estos procesos. Aquí se indicaba, concretamente en la orden 246, que las autoridades militares de los territorios ocupados debían instruir «una información por cada Jefe u Oficial fusilado por los marxistas [...] con el fin de averiguar la actuación de cada uno en relación con el movimiento nacional». José Luis Ledesma plantea que los procedimientos judiciales militares, previos a la CG, eran una consecuencia de la necesidad del Nuevo Estado de ejercer el control sobre la población desafecta. Este autor destaca también su carácter propagandístico, sobre todo en aquellas regiones mayoritariamente prorrepublicanas como Euskadi, Cataluña, Levante o Madrid60. Igualmente, Gutmaro Gómez Bravo señala que estos sistemas de información de la inteligencia militar fueron la pieza fundamental para la utilización de las grandes poblaciones como arma de guerra en el siglo XX61. 

			Estos mecanismos institucionales de carácter represivo y propagandístico tuvieron una continuidad, e incluso fueron incluidos en el nuevo proceso judicial de posguerra. La legislación se refiere específicamente a ellos en el decreto de 26 de abril de 1940 al señalar que: «En algunas provincias que padecieron la tiranía roja, se instruyeron, a raíz de su liberación, procesos inquisitivos que conviene sean extendidos al resto del territorio sojuzgado»62. A su vez, el artículo cuarto del mismo decreto asume la incorporación de dicha documentación en la CG de 1940: «Por los organismos que hayan tramitado hasta ahora actuaciones con carácter de Causa General en las distintas provincias, serán entregadas al Fiscal del Tribunal Supremo las que tengan en su poder, bien conclusas o en tramitación». Este será uno de los motivos por los que contamos con la documentación de estas CGM a través de la CG. Los procesos jurídico-políticos se han localizado en provincias como Cantabria, Castellón, Lleida, Tarragona, Toledo, Madrid, Ciudad Real, Jaén, Valencia capital, Barcelona y Ávila. 

			Uno de los elementos que permite entender mejor el desarrollo del proceso es su temporalidad. Como veremos en el presente apartado, las líneas temporales muestran una fluidez y conexión entre las actuaciones judiciales. Tras hacer un estudio en profundidad de la documentación contenida en la CG, y de los procesos histórico-políticos, esta hipótesis adquiere fuerza. Aunque será el 26 de abril de 194063 cuando el Ministerio de Justicia decrete la facultad de la CG para investigar y articular la localización y recuperación de los cuerpos muertos del Régimen, estos procesos deben entenderse dentro de una temporalidad más amplia y condicionada, como veremos, por esos intereses políticos y propagandísticos. 

			Existen dos aristas principales en el proceso de la gestión de los cuerpos «mártires y caídos». La primera corresponde al proceso denominado administración de la muerte, llevado a cabo principalmente a través del BOE desde 1936 y al cual se hizo referencia en el primer apartado de este capítulo. La otra artista principal se encontrará inserta en estos procesos jurídico-militares, durante la guerra y en el proceso judicial incoado el 26 de abril de 1940. Corresponde al estudio de los procesos de investigación sobre las víctimas del Régimen, la localización de las fosas, los actos de exhumación, las prácticas forenses asociadas y los traslados e inhumaciones de sus cadáveres. Una serie de actuaciones que conformó lo que fue la gestión de los cuerpos nación.

			Durante la guerra, estos procesos fueron llevados a cabo por las CGM de cada territorio bajo ocupación. La denominación de CGM64 no se aleja de una certera descripción, ya que las auditorías de guerra y las Causas Generales eran efectuadas por el Cuerpo Jurídico Militar del Ejército de Ocupación. Así queda recogido en la pieza judicial de la provincia de Castellón65. Concretamente, en el expediente denominado «Auditoría de Guerra del Ejército de Ocupación. Causa General por los hechos delictivos de importancia cometidos en Castellón de la Plana y su provincia durante la dominación roja. Pieza principal. Ramo 1». La documentación tiene fecha del 25 de abril de 1938. 

			Estos procesos judiciales presentaban mecanismos de actuación muy similares a los que usó la Fiscalía del Tribunal Supremo tras la guerra, lo cual demuestra esa unión y fluidez del proceso incluso en su ejecución. Un ejemplo de ello tiene que ver con una de las principales vías de obtención de información por parte de la CGM, a saber, las «declaraciones». Les fueron solicitadas a familiares de «mártires y caídos» y a «testigos» a través de la publicación de edictos oficiales, por orden del juez instructor, que solicitaba su comparecencia ante los juzgados militares. Tales edictos eran publicados en los boletines oficiales provinciales y en los periódicos de la capital de la provincia66, en uno de los cuales se lee:

			El Il. Sr. Auditor de Guerra del Ejército de Ocupación y en su nombre el Juez Instructor de la Causa General en averiguación de los hechos delictivos de importancia cometidos en Castellón y su provincia, durante la dominación roja:

			Por el presente, cito y emplazo para la comparecencia ante este Juzgado, sito en la Audiencia provincial (segundo piso): 

			Primero.—A los parientes más próximos de las personas que tuvieron su última residencia habitual en el término municipal de Castellón y que fueron asesinados o desaparecidos desde el dieciocho de julio de mil novecientos treinta y seis, hasta la liberación de la plaza. A los efectos de esta citación y emplazamiento, se entenderá como más próximo pariente; A) El cónyuge sobreviviente; B) En defecto de este el mayor de los hijos que residan en Castellón y tenga edad superior a diecisiete años; C) A falta de los anteriores el padre o la madre del muerto o desaparecido, y D) En defecto de los antedichos los hermanos de la víctima. 

			Segundo.—A los perjudicados por otros delitos, cometidos en este término municipal durante la dominación roja, contra las personas, contra la propiedad o de cualquier otra clase, siempre que puedan considerarse como graves, bien por el mal causado o por las circunstancias empleadas en su ejecución. 

			Tercero.—A quienes por haber presenciado la perpetración de los hechos delictivos a que se refieren los dos párrafos anteriores, o por las noticias que sobre ellos posean, pueda facilitar datos sobre los mismos o sobre sus autores. 

			Todos los citados en el presente edicto, que todavía no hubiesen comparecido ante este Juzgado instructor de la Causa General, deberán presentarse ante él, aunque ya hubiesen prestado declaración sobre el mismo hecho ante cualquier otra Autoridad, en día laborable de diez a trece de la mañana y de cuatro a siete de la tarde y antes del veinte de Octubre próximo; previniéndoseles que, si no comparecieran en este plazo, les parará el perjuicio a que hubiere lugar en derecho. 

			Castellón a diecisiete de Septiembre de mil novecientos treinta y ocho.—III Año Triunfal.—El Juez instructor, (Firma ilegible) [...]. 

			Este edicto se publicaba en el Boletín Oficial de la provincia de Castellón el 20 de septiembre de 1938 y, a su vez, en el periódico local, El Mediterráneo, en su página 2, ese mismo día67. Aunque oficialmente solo se emplazaba a declarar a los familiares de «mártires y caídos» y «testigos», ante el juzgado militar, se puede ver en el «Ramo 2» de dicho expediente que también se toma declaración a los «detenidos»68, de igual manera que ocurrió en la posterior CG nacional. En cuanto a las vías de obtención de información y las metodologías utilizadas para ello por parte de la CG, se les prestará especial atención en el segundo capítulo y se destinará un apartado especial al papel de los «detenidos» y sus «declaraciones» en el contexto de la gestión de los cuerpos «mártires y caídos». 

			Las tempranas acciones de gestión físicas sobre estos cadáveres, realizadas durante la guerra y hasta abril de 1940, han podido ser estudiadas a través de dos vías principales. La primera es la documentación de las CGM que fueron incluidas en la CG de 1940, y la segunda, las referencias a estos procedimientos que aparecen en la documentación judicial desarrollada a partir del 26 de abril de 1940. Del primer caso, de los archivos originales de estas CGM, contamos con documentación que formó parte de los procesos judiciales militares que, posteriormente, fue incorporada a las piezas de la CG y asumida como procesos legítimamente legales. Este fue el caso del proceso judicial de los «Desaparecidos en el sector de Usera»69, investigación que fue realizada por la Auditoría de Guerra de la Causa General de Madrid desde abril de 1939. Bajo esta investigación se llegaron a realizar un total de diez exhumaciones, en el mes de agosto de 1939, en el barrio de Usera en Madrid, lo cual dio como resultado la extracción de un total de sesenta y siete cuerpos. Tal Investigación judicial fue incluida en la CG de Madrid en 1940, en la «Pieza segunda de Madrid. Del Alzamiento Nacional, Antecedentes, Ejército Rojo y Liberación», y será analizada con detenimiento en el tercer capítulo de este libro.

			Otro caso referente a Madrid, y cuyo proceso fue asumido directamente por la CG en 1940, fue el de la exhumación realizada en el castillo de Aldovea, término municipal de San Fernando de Henares. El 7 de diciembre de 1939, según recoge la documentación, se constituyeron para la realización de una exhumación «[...] la Comisión del Juzgado, formada por el Alférez H.º de Cuerpo Jurídico Militar, Delegado del Sr. Juez de la Causa General de Madrid, [...] el secretario de la Causa General [...] y con asistencia de dos vocales de la Asociación de Familiares de Mártires de Paracuellos de Jarama y Torrejón de Ardoz [...]»70. Llevaron a cabo la exhumación de lo que consideran 414 cuerpos, y la documentación y actas de exhumación surgidas de ella fueron incorporadas a la «Pieza tercera de Madrid. Cárceles y Sacas» en la unidad que lleva el nombre «Sacas de Presos y expediciones de Paracuellos de Jarama y Torrejón de Ardoz»71. Además, otra acta de la misma exhumación, pero expedida con el sello de la «Asociación de Familiares de Mártires de Paracuellos de Jarama y Torrejón de Ardoz», fue incluida en la «Pieza especial de Madrid. Exhumaciones de mártires de la Cruzada», en el Ramo núm. 1 «Exhumaciones en Torrejón de Ardoz». En este último expediente, era la propia CG el 24 de noviembre de 1947, en el «Informe Resumen», la que confirmaba dichos antecedentes al indicar que «[...] En dos partes se divide, en realidad, esta Pieza. La primera recoge actuaciones que llegaron a poder del que fue Juzgado Militar de la Causa General, origen y antecedente de la presente organización, de la exhumación primera de importancia que se hizo de los caídos de nuestra Cruzada». Dicha afirmación confirma la hipótesis de esa conexión directa y fluida entre los procesos. Ambas exhumaciones y actos posteriores serán analizados en detalle en el capítulo tercero. 

			En ese mismo contexto, en los momentos inmediatamente posteriores al fin de la guerra, se comenzó desde la capital del Nuevo Estado a investigar y recopilar información sobre sus «caídos» a través de estos procedimientos jurídico-militares. De esta manera nos encontramos con documentación fechada desde abril de 193972 y aportada por los ayuntamientos de cada uno de los pueblos de la provincia de Madrid. La documentación se divide en un total de ocho partidos judiciales73, cada uno de cuyos ayuntamientos envió, al Juzgado Militar de la Causa General, la relación de personas muertas halladas en su término municipal. Esta documentación fue incluida en la CG, en la «Pieza principal o primera de la provincia de Madrid».

			Si nos vamos a un periodo anterior, en los territorios ocupados, durante la guerra, no solo se recogieron relaciones de víctimas, sino que también se realizaron labores de recuperación de los restos mortales de los que el Régimen denominó «caídos en la Cruzada Nacional»74. Así nos encontramos con una exhumación realizada por el Juzgado Militar de la CG de Santander recogida en un documento del 14 de junio de 193875. El juez militar señala que la exhumación se llevó a cabo en Merindad de Valdeporres, al norte de la provincia de Burgos, el día 4 de abril de 1938 a las 11 de la mañana. En dicha exhumación se personaron el juez municipal, Víctor López Sainz, el secretario «accidental», Nicolás López Ruiz, en el lugar denominado Puerto-Seguro, y dos «labradores» de la zona, citados para realizar lo que llaman «trabajos de extracción de los cadáveres». Además, se encontraban dos personas de la localidad próxima de Vega de Pas, vecinos nombrados por el Juzgado para realizar las identificaciones. El texto describe que extraen los cuerpos de tres mujeres, las dos primeras identificadas por las ropas, y la tercera, por los objetos de valor que portaba. Se dice que «tenía sobre las ropas una pieza oro de veinticinco pesetas, un reloj, dos pendientes con dos piezas de veinte pesetas de oro, un Rosario y varias medallas, haciéndose cargo de todo esto [...] hermano de la referida [...]». Tras ser extraídos e identificados los cadáveres, los colocaron en los «respectivos» ataúdes para ser trasladados al cementerio de Vega de Pas, «según deseos de sus familiares por tener allí un Panteón». El documento fue emitido en Santander con fecha del 6 de abril de 1938. En ningún momento se menciona el motivo por el cual estas mujeres fueron enterradas en ese lugar ni por quiénes. Esta exhumación es un ejemplo de cómo fueron los procedimientos realizados por autoridades militares antes de ser labor exclusiva de la Fiscalía General del Tribunal Supremo a partir de 1940. 

			Uno de los referentes para el conocimiento de estos procesos jurídico-políticos y propagandísticos, concretados por las auditorías de guerra, son sobre todo los territorios ocupados más tempranamente por el ejército sublevado. Así será el caso de los «Informes del Juez Instructor de la Causa General seguida en averiguación de los hechos delictivos de importancia cometidos en Santander y su Provincia durante la Dominación Roja»76. Dicho informe es un ejemplo de lo extenso y detallado que podía ser el proceso de inteligencia. Este, en particular, recoge varios apartados en el mismo documento: 

			«Antecedentes»; «Santander no se decide por el Movimiento Nacional»; «La vida bajo el marxismo»; «Asesinatos cometidos por los marxistas»; «Quiénes eran los asesinados»; «Quiénes eran los principales asesinos»; «Procedimientos y lugares más frecuentemente empleados para cometer los asesinatos»; «Asesinatos de mayor crueldad»77.

			Algunos no se verán incluidos de manera tan específica en la CG como «piezas» en sí, pero sí incorporadas a ellas, principalmente en la «Pieza primera». En cuanto a los cuerpos muertos y su gestión, el informe ofrece cifras de «muerte o desaparición criminal» de «personas víctimas del terror marxista»78 a través de una división por sexo que aporta porcentajes de fallecidos. Estos expedientes, además de la información evidente que brindan, nos muestran en su entidad como documento-objeto79 las temporalidades del proceso y varias fases de trabajo. Este hecho queda patente a través de los diferentes formatos de escritura, desde la mecanografiada hasta los apuntes con bolígrafo o lápiz, e incluso de diferentes colores, dentro de los cuales el rojo es usado para los procesos claramente represivos. En este caso, al informe mecanografiado con tinta azul se le añaden anotaciones a lápiz que indicarían una temporalidad posterior.

			La vuelta en los años cuarenta a esa documentación por parte de las autoridades judiciales locales seguramente fuera motivada por la solicitud de información por parte de la Fiscalía de Madrid a las provincias sobre el número de «víctimas habidas durante la dominación roja» hecha en dos ocasiones: en septiembre de 194380 y en octubre de 194581. Tales anotaciones se relacionan con la obtención del porcentaje de «varones asesinados» y «mujeres asesinadas»82 según las cifras recogidas en el informe. Aportan además listas por términos municipales de personas «asesinadas durante la dominación roja»83. También incluyen la relación de «asesinatos» cometidos «en cada uno de los meses del régimen marxista» y ofrecen un desglose en tres columnas. La primera recoge los «Asesinados cuyos cadáveres se encontraron»; la segunda, los «Desaparecidos», y la tercera, la «Suma de asesinados y desaparecidos». 

			Resulta una constante en estos procesos político-judiciales, también en la CG, que, tras dar las cifras de muertos, se incluya lo que en este informe se denomina «quiénes eran los principales asesinos»84. Categorías impuestas, donde unos eran víctimas y su proceso siempre iba ligado a los considerados «sospechosos» o directamente «asesinos». Como veremos en detalle a lo largo de las páginas que conforman esta obra, existe una vinculación inseparable entre los procesos de gestión sobre los cuerpos muertos del Régimen y las prácticas represivas. En los folios de la documentación los colores marcarán el destino y el lugar en los que la justicia ubicaba a las personas. El rojo será el elegido para subrayar los nombres de aquellos que se situaban en el punto de mira de la represión: «sospechosos», «detenidos» y «asesinos». Como si de una simplificación cromática se tratase, el color rojo marcaba el destino de violencia, y el azul, el lugar social y político privilegiado. 

			Si seguimos con los expedientes de Santander como fuente de referencia para el conocimiento de estas fases previas a la CG, se deben consignar otras prácticas de interés. La solicitud de información fue parte importante del proceso de construcción del relato martirial y de la retórica sublevada, y tiene sus antecedentes en dichos procesos judiciales. Con fecha de noviembre de 1937, en Santander, tras la toma del territorio por el «Ejército de Ocupación», se observa un rápido inicio de recopilación de información. De esta manera con fecha del 3 de noviembre aparece una solicitud enviada al juez general de Santander y su provincia85 en la que se requieren los datos sobre «las personas asesinadas, de las enterradas y de los incendios y saqueos en este término municipal durante la dominación roja»86. También se informa de los cuerpos encontrados en los años de la guerra. Con fecha de 2 de noviembre de 1937, se señala que desde septiembre de 1936 hasta mayo de 1937 fueron encontradas en el «término y Alto de Sn. Cipriano (monte) diez personas que no fueron identificadas»87. 

			No solo encontramos «relaciones de víctimas», sino que sigue habiendo evidencias de procesos de exhumación realizados antes del fin de la guerra. En este mismo expediente, la «Auditoría de la 6.ª Región. Juzgado General de Santander y su Provincia» solicitaba llevar a cabo una exhumación al juez municipal de Cartes: 

			En la Causa General que instruyo en averiguación de los hechos delictivos de importancia cometidos en Santander y su provincia durante la dominación roja, he acordado dirigir a Vd. la presente para que proceda a la exhumación de los cadáveres de personas que fueron asesinadas en aquella época y que se hallan inhumados en ese término municipal (Alto de Sn. Cipriano), los cuales deberán ser trasladados al cementerio más próximo. En la diligencia que Vd. extienda, deberá hacer constar todas las señas personales y de indumentaria de cada uno de los cadáveres, a los efectos de la posible identificación. Tan pronto esté cumplimentada, la remitirá a este Juzgado General, sitio en «Hernán Cortés» núm. 9. 2.º Izquierda. Santander a 12 de marzo de 1938. II Año Triunfal. El Juez Instructor. Sello de la Auditoría de Guerra de Santander y su provincia. Juzgado general [...]88. 

			También se ordena al alcalde de Mazcuerras que diera todas las facilidades para llevar a cabo la exhumación; de hecho, en un documento del 28 de marzo de 193889 el ayuntamiento indicaba que la alcaldía facilitaría los medios necesarios para la exhumación de los cadáveres, e incluso los ataúdes que previamente les habían requerido. Señalaban también que, según las indagaciones previas que habían realizado, el acto supondría la exhumación de entre seis y ocho cadáveres. Además de esto, les recuerdan que, según un acuerdo de la «Corporación municipal», se les cedían gratuitamente los nichos necesarios en el cementerio de Villanueva de la Peña. Todo ello conduciría a que el día 31 de marzo se realizase la «Diligencia», tras seguir las disposiciones del juez militar de la CG, por la cual se ordenaba que se practicara la exhumación de los cadáveres que se hallaban «enterrados en el sitio de Sn. Cipriano». 

			La documentación nuevamente recoge que las exhumaciones son realizadas por los propios vecinos de la zona, con instrucciones del juez para que, provistos de las «herramientas necesarias», se pusieran a las órdenes del «Juzgado el día tres del próximo mes de abril a las ocho de la mañana». Se les advertía, como algo casi cotidiano, de la necesidad de que fueran «provistos de comida por si no se hubiese terminado el trabajo a la hora conveniente». Se cita a diecinueve vecinos de diferentes pueblos, pero no se indican los criterios para realizar esa selección. Lo que sí se especifica es que un tal Fernando Laguillo Díaz se personó en el domicilio de cada uno de ellos para notificárselo, lo que muestra el carácter impositivo del proceso. Como hemos visto, este no es el único caso en el que las exhumaciones las practicaban los vecinos, de manera presumiblemente obligada, lo cual suponía que no se aplicaban técnicas científicas ni se contaba con médicos forenses. Esto nos permite, cuando menos, cuestionar la calidad de su ejecución y la rigurosidad de los datos obtenidos en ellas. Pero también se puede apreciar una evolución del proceso de gestión de estos cuerpos en cuanto a la capacitación técnica de los desenterramientos, que culminaría con la inclusión de la figura del forense en la CG de 1940. Esta figura será profundamente analizada en los capítulos correspondientes. 

			Finalmente, se lleva a cabo el acto por orden del juez de la CG, en la localización indicada como «sitio de San Cipriano», del término municipal de Mazcuerras, donde se constituye el Juzgado Municipal para proceder a la exhumación de los cadáveres. Se inspecciona el terreno, donde se observa la «reciente apertura de una fosa en que se sabía estaban enterradas varias personas»90. A las evidencias sobre el terreno se les suman las noticias que aportan los vecinos en el mismo acto y que sugieren que estas exhumaciones recientes debieron de ser realizadas con anterioridad por el Juzgado de Cartes, al parecer debido a que dicho lugar se encontraba en un área a donde «la jurisdicción era dudosa» o directamente pertenecía al término de Cartes. Por este motivo no exhuman en ese lugar, pero, antes de decidir disolver el operativo, el juez dispone exhumar los restos de otra ubicación, denominada «Mediadero de la Perruca, al lado de la carretera de Villanueva de la Peña a Viérnoles, en el kilómetro cinco, ya cercano al kilómetro seis». 

			Comienza la exhumación y hallan un cadáver. Incorporan una descripción en la que señalan su estatura, «un metro setenta centímetros», y la complexión, «fuerte», sin aportar más datos. Describen la ropa con detalle, pero advierten de que por «su estado», suponemos de descomposición, «no se puede apreciar ninguna señal en el rostro ni cabeza». Por ende, no les fue posible adquirir más datos para la identificación, y el juez procedió a ordenar su colocación en una «caja-ataúd»91 y su traslado. 

			Esta exhumación nos aporta conocimiento sobre otro aspecto importante, más allá de los procesos jurídicos y administrativos: la liturgia martirial y conmemorativa. En este caso, tras la exhumación, y pese a no ser identificado el cadáver, lo asumen como «caído» y como tal recibirá todos los honores. Colocan sus restos mortales en la capilla de San Roque y la llegada del féretro cuenta con un acto conmemorativo en el cual, según describen los documentos, es recibido por representares eclesiásticos. La ceremonia contó también con la asistencia de las autoridades locales, la sección de afiliados a FET de las JONS, las cuales «hicieron escolta» a los restos. También se encontraban presentes los vecinos del lugar, quienes hicieron «extensible su protesta por el vil asesinato cometido». Finalmente, el cadáver fue inhumado en el cementerio de Villanueva de la Peña en un nicho cedido gratuitamente por la corporación municipal. 

			Estos tempranos casos tienen como rasgos comunes la inclusión de estas víctimas en procesos judiciales, la colaboración de los agentes locales, su exhumación, su traslado, su conmemoración y finalmente su inhumación en lugares privilegiados. Ejemplos que refuerzan la hipótesis sobre la construcción de la figura del «mártir» y del «caído» como sustento para el relato justificador de la sublevación militar y de la represión, un proceso que se inició durante la propia guerra y que fue elaborado a través de los restos biológicos exhumados de los cuerpos nación. 

			Otra de las vías para conocer los procesos instruidos sobre estos cuerpos, con anterioridad al 26 de abril de 1940, serán las referencias que a ellos se hacen en la documentación de la CG de Madrid y de las provincias analizadas. Para ejemplificar a qué nos referimos, comenzaremos con el caso del «Expediente sobre exhumaciones en el término municipal de El Pardo»92. El alcalde del ayuntamiento enviaba en 1941 al fiscal delegado instructor de la CG un documento donde recoge las prácticas de exhumación realizadas, según indicaba, «desde que esta población fue liberada por el Glorioso Ejército Nacional en 29 de Marzo del año 1939»93. 

			En el mismo documento se señala que la autorización para realizar las exhumaciones era expedida por el gobernador civil de la provincia y que a su vez se comunicaba al comandante militar de la localidad. También se precisaba que eso fue así hasta que, en diciembre de 1939, un miembro de la «Auditoría General de la Causa» ordenó que no se efectuaran más exhumaciones sin su autorización previa por escrito. Estas prácticas coinciden con lo señalado por el propio Serrano Suñer en la orden del 1.º de mayo de 1940 sobre exhumaciones e inhumaciones de cadáveres de «asesinados por los rojos»: 

			ORDEN de 1 de mayo de 1940 sobre exhumaciones e inhumaciones de cadáveres de asesinados por los rojos. lim o. S r.:

			Por Orden 6 de mayo de 1939, se dispuso que todo aquel que desease exhumar el cadáver de alguno de sus deudos asesinado por la horda marxista, para ser inhumado en el cementerio, podía solicitarlo dentro del plazo de seis meses, sin que tuviera que abonar derechos sanitarios de ninguna clase. Numerosas instancias fueron presentadas al amparo de dicha disposición, y muchas más siguen presentándose después de transcurrido el plazo marcado, porque con posterioridad al mismo se van localizando los cadáveres a que se refieren. Atento este Departamento a atender tan justas aspiraciones de los familiares de aquellos que gloriosamente cayeron por Dios y por España víctimas de la barbarie roja. 

			He tenido a bien disponer: Primero.—Toda persona que desee exhumar el cadáver de alguno de sus deudos que fueron asesinados por la horda roja, para inquinarlos de nuevo en el cementerio, puede solicitarlo del Gobernador civil de la provincia correspondiente, que previa la justificación de aquel extremo, concederá el permiso para el traslado e inhumación con arreglo a las disposiciones sanitarias vigentes. 

			Segundo.—Si la exhumación y consiguiente inhumación hubieran de hacerse en lugares de distinta provincia, la solicitud habrá de ser elevada a la Dirección General de Sanidad. También habrá de dirigirse la instancia a la Dirección General de Sanidad cuando la inhumación haya de verificarse en criptas, templos, casas religiosas o en sus locales anejos. Si hubiera de practicarse en alguna iglesia o casa religiosa, habrá de preceder la autorización eclesiástica. 

			Tercero.—La instancia solicitando la autorización correspondiente será elevada por el familiar del finado de más próximo parentesco, el que, en consideración a la patriótica muerte de su deudo, estará exento de pago de derechos sanitarios. Cuando se trate de religiosos o religiosas, la instancia la presentará el Superior o Superiora de la Comunidad a que perteneciese el asesinado, y gozará asimismo de la exención de derechos mencionada. Cuarto.—Quedan vigentes la Orden de 22 de octubre de 1936 y la de 31 de octubre de 1938 en cuanto no se oponga a la presente. Lo digo a V. I. para su conocimiento y efectos consiguientes. Dios guarde a V. I. muchos años. Madrid, 1 de mayo de 1940. SERRANO SUÑER94 (la cursiva es nuestra).

			La documentación de los expedientes de la provincia de Madrid nos habla de movimientos de cuerpos a otros municipios y a otras provincias del país. Este es el caso narrado por el alcalde de Rivas de Jarama y Vaciamadrid a la CG. 

			[...] el 15 de Diciembre de 1939 y en virtud de autorización del Juzgado de la Causa General de Madrid de fecha 13 del mismo mes y años. Fue exhumado el cadáver del que fue en vida [...], cuyos restos fueron trasladados por los familiares del mismo a Torralba de Calatrava (Ciudad Real) y enterrados en el Cementerio de dicho pueblo, el cual se encontraba fuera del Cementerio [...]95.

			Estos procesos de exhumación descritos con posterioridad, pero realizados durante la guerra o tras la inmediata «liberación», también los localizamos en la documentación judicial de las provincias. Es el caso del expediente del pueblo de Azuaga (Badajoz)96, documento con fecha de 7 de mayo de 1941. En él se señala, por parte del alcalde de esa localidad, la realización de una exhumación, el 1 de enero de 1937, de once personas que pertenecían al municipio de Fuente Ovejuna (Córdoba). La exhumación se realizó en el cementerio y los cadáveres fueron trasladados allí e inscritos en el Registro Civil. También se ha localizado lo referido por el Ayuntamiento de Huelma (Jaén)97, el 5 de abril de 1941, al indicarse que «[...] fuera del Cementerio de esta Villa no existe ningún cadáver en este término, ya que todas las víctimas de la Revolución marxista fueron enterradas en él al acabar la Guerra [...]».

			Estos ejemplos demuestran la extensión cronológica de los procesos. La elaboración de «listas de víctimas», la localización, exhumación, conmemoración y, por supuesto, la búsqueda de «culpables» por parte de los sublevados fueron procesos de temprana iniciación, desde 1936. El conocimiento de este periodo cronológico, que abarcaría, según planteamos, desde septiembre de 1936 hasta el 26 de abril de 1940, resulta vital para lograr un mejor entendimiento del desarrollo posterior del proceso durante los años cuarenta. Igualmente, nos alerta de esa relación directa entre los procesos judiciales desde las CGM de las auditorías de guerra hasta la CG de la Fiscalía del Tribunal Supremo y de la fluidez en su proceder, pero también en los intereses represivos e ideológicos. 

			
DECRETO DEL 26 DE ABRIL DE 1940: LA «CAUSA GENERAL»

			La principal fuente documental para conocer los procesos judiciales, los actos de exhumación de fosas, las prácticas forenses, los traslados y las inhumaciones, es decir, el núcleo principal de la gestión de los cuerpos nación, es el extenso archivo resultante del proceso judicial incoado el 26 de abril de 1940 y denominado «Causa General»; una fuente primaria que alberga numerosas complejidades pero que también tiene una extraordinaria importancia.

			El 4 de mayo de 1940, el Ministerio de Justicia publicaba en el BOE el decreto de 26 de abril, que concedía «amplias facultades al Fiscal del Tribunal Supremo para proceder a instruir “Causa General” en la que se reúnan las pruebas de los hechos delictivos cometidos en todo el territorio nacional durante la dominación roja»98. El decreto comenzaba explicando el motivo por el cual dicho proceso era necesario, y para ello alegaba que «a la historia y al Gobierno del Estado interesa poseer una acabada y completa información de la criminalidad habida bajo el dominio marxista». El proceso fue denominado «Causa General», y la intención era que abarcara «toda la extensión e intensidad que alcanzó la delincuencia, pero reduciendo a síntesis el conjunto de averiguaciones que por sus similitudes y coincidencias descubren un plan preconcebido, fruto de unas mismas inspiraciones al servicio de los más perversos ideales». Para ello, y en lo que atañe a la gestión de los cadáveres de sus víctimas, el decreto señalaba que se pretendía «investigar cuanto concierne al crimen, sus causas y efectos, procedimientos empleados en su ejecución, atribución de responsabilidades, identificación de las víctimas». Esta labor fue encomendada al «Ministerio fiscal», por lo que esta CG pasó de los tribunales militares propios de las Auditorías de Guerra del Ejército de Ocupación, del periodo anterior, a la Fiscalía del Tribunal Supremo del nuevo gobierno dictatorial. 

			El decreto reconocía ante el propio Ministerio de Justicia la «complejidad de la labor proyectada», y para ello dotaron al Ministerio Fiscal de las «más amplias facultades» recogidas en una serie de disposiciones. En el «Artículo primero» dispusieron que el fiscal del Tribunal Supremo, por encargo del gobierno y a las órdenes del ministro de Justicia, debía reunir las «pruebas de los hechos delictivos cometidos en todo el territorio nacional durante la dominación roja», así como lo que permitiera «apreciar el conjunto de delincuencia habida en cuanto a su preparación, extensión, intensidad, organización, procedimientos, inspiración y dirección». Inferimos cómo esta nueva CG pretendía, en el periodo de construcción de la dictadura (1939-1951)99, una vez asentado el Nuevo Estado, aplicar y ampliar los procesos jurídico-político-propagandísticos anteriores. Las investigaciones realizadas durante la guerra en las zonas bajo su control se extendieron literalmente, como veremos más adelante, a todo el territorio «nacional», en real respuesta a ese afán de abarcar «toda la extensión e intensidad que alcanzó la delincuencia»100 e incluso más allá. 

			El segundo artículo señala que sería el «Fiscal del Tribunal Supremo» el encargado de llevar a cabo todas las investigaciones que fuesen precisas, dado lo cual se podían delegar en otros funcionarios fiscales. Como apreciaremos más adelante, este fue el principal procedimiento en las provincias: la CG en todo el territorio funcionaba a través de delegados fiscales en cada una de ellas y, a su vez, ellos delegaban algunas funciones en los jueces municipales de cada partido judicial. Además, como veremos, a este proceso debían responder obligatoriamente todos los agentes y fuerzas del Estado, según se recoge en el artículo tercero cuando se afirma que «las Autoridades y Corporaciones, tanto civiles como militares y Jerarquías del Movimiento, vienen obligadas a prestar a tal fin la ayuda que solicitaren el Fiscal del Tribunal Supremo y sus delegados en la misión que se les encomienda». Lo anterior demuestra que dicho proceso significaría la total estatalización y judicialización, por lo que aquí interesa, de la investigación y recuperación de los cuerpos de los «caídos». 

			Como hemos demostrado anteriormente, y como se recoge en el propio decreto, esta nueva CG asumió los procesos jurídico-político-propagandísticos anteriores a ella a través de la recopilación de todos los procesos de carácter «informativo» realizados, durante la guerra y tras ella, hasta el 26 de abril de 1940; procesos que se incorporaron en forma de documentación de validez legal incuestionable. 

			El propio decreto, en su artículo final, señalaba que, una vez finalizada la investigación judicial, esta debía elevar «Memoria-resumen comprensiva de los resultados de las actuaciones y estudio de la delincuencia marxista en todo el territorio español», algo que nunca sucedió. Existía, sin embargo, otra intención que sí llegó a materializarse, aunque no se especifica en el propio decreto. Nos referimos a la publicación de la obra titulada Causa general. La dominación roja en España: avance de la información instruida por el Ministerio Público101, la cual verá la luz mucho antes de la finalización del proceso judicial. Este libro será publicado en su primera edición en 1943, y en el capítulo final de este texto le prestaremos especial atención. Es un texto importante para entender los objetivos políticos, ideológicos y propagandísticos que el Régimen quería alcanzar con esta investigación. El decreto finaliza con la confirmación de lo dispuesto en él ratificada en El Pardo por el propio Francisco Franco y el ministro de Justicia Esteban Bilbao Eguía. 

			Tras el decreto, el mando militar y las auditorías de guerra fueron sustituidos por el Ministerio de Justicia y la Fiscalía del Tribunal Supremo102, respectivamente. Podemos saber, según recoge la «historia institucional» del documento en el Portal de Archivos Españoles (PARES), que «ante la complejidad que va adquiriendo»103 la labor de investigación de la CG, el decreto de 19 de junio de 1943104 designaba a un fiscal jefe de la CG, Romualdo Hernández Serrano, inspector jefe del Tribunal Supremo. 

			En atención a lo que aquí nos ocupa, podemos afirmar que, en relación con la gestión de los cuerpos de los «mártires» y «caídos», el proceso tuvo una parte importante de su desarrollo desde la incoación de la CG en 1940 hasta 1951, año en el que se daba cierre a la mayoría de las «piezas principales o primeras» de Madrid y de las provincias. En los primeros años se llevó a cabo la extensión de la causa a todos los territorios del país, la solicitud masiva de información y los principales procesos de exhumación. De estos primeros años, destacan dos fechas que nos hablan del interés para el Nuevo Estado de los procesos judiciales abiertos por la CG. La primera está relacionada con la solicitud, por parte de la Fiscalía del Tribunal Supremo, a todas las CG de las provincias de la lista de «personas muertas o desaparecidas durante la dominación roja»105 en septiembre de 1943. Una solicitud coincidente en el tiempo con la publicación de la obra «informativa» ya mencionada. 

			Esta no fue la única solicitud de este tipo. La Fiscalía del Tribunal Supremo volvería a reclamar el envío de la lista de «personas muertas o desaparecidas»106 en el mes de octubre de 1945107. Tal solicitud fue la última, y tampoco hubo un libro de la CG definitivo, sino que solo se quedaría en ese «avance informativo». El motivo es que la información que el Régimen iba obteniendo de las investigaciones realizadas por la Fiscalía no cumplía sus expectativas, sobre todo en el número de víctimas108. En 1938, Franco lanzaba al mundo que los «rojos» habían asesinado a 470.000 personas109. La CG, en 1942, informaría de que el recuento no superaba las 85.940110 personas, cifra que actualmente ha sido totalmente desmentida por la historiografía. 

			Es ilustrativo lo revelado por las investigaciones a nivel local sobre el número de víctimas del «terror rojo». Trabajos como el de Luis Castro aportan ejemplos de irregularidades llevadas a cabo por la CG, donde aparecen casos de fallecimientos en combate consignados como represión, pero también de identificaciones de cuerpos equivocadas (o manipuladas), como sería el caso de Villamayor de los Montes (Burgos), donde se identifican como «caídos» del Régimen personas de significación republicana111. José Luis Ledesma desvela que la CG de Zaragoza registra 1.108 víctimas cuando su investigación contabiliza 742112. Francisco Espinosa describe como «artimañas» habituales la suma de una misma víctima en varios registros a la vez: donde había nacido, donde vivía y donde había muerto; o la mezcla de casos de asesinatos con los que habían muerto en choques armados en los momentos iniciales del golpe militar113. A estas irregularidades habría que sumar los casos, aún más difíciles de identificar, de aquellos a quienes se les asignó una ideología o un «bando» cuando en realidad podrían considerarse soldados a la fuerza, según señala James Matthews, producto de las condiciones de reclutamiento forzoso en el contexto de la guerra114. Esta obra se suma al cuestionamiento de la figura de víctima y sus cifras. En primer lugar, evidenciando las irregularidades en las prácticas de exhumación y forenses, y en particular a través de los casos de aquellos cadáveres que, a pesar de no ser identificados, se incluyeron como «mártires» y «caídos». En segundo lugar, revelando los actos demostrables de claro falseamiento de registros para la apropiación de víctimas.

			La cifra que esgrimía la CG en 1942 no coincide siquiera con los propios recuentos de la documentación judicial analizada, los cuales arrojan un número, sin incluir la provincia de Madrid, de 39.606115 víctimas en 1943 y de 40.959116 en 1945. Actualmente la historiografía plantea unas cifras totales de «víctimas de derechas» que oscilan entre las 38.563117 y las 50.000 personas118, muy alejadas, por tanto, de lo expresado y esperado por la retórica franquista. Esta «insuficiencia de víctimas propias», como señala Francisco Espinosa Maestre, llevará a los responsables de la CG a no hacer públicos los resultados reales, ya que estos no justificaban la magnitud de su represión119. Tal escasez de pruebas permite suponer un cuestionamiento de la utilidad propagandística y justificadora del proceso judicial; en consecuencia, pudo ser este uno de los motivos por los que la CG fue perdiendo interés para el Régimen a finales de los años cuarenta.

			Estos análisis y la cronología planteada se sustentan a través de la localización de documentos como el fechado en el año 1951 por el Ministerio de Justicia, denominado «Proyecto de reorganización de la Causa General»120. Este documento revisaba las funciones que debía desempeñar la CG a partir de ese año, con una clara tendencia a limitarlas. Ello se evidenciará a través del recorte de las aportaciones económicas. De esta manera el proceso judicial pasaba de obtener las 532.800 pesetas asignadas en el momento de su creación a las 105.000 atribuidas en 1951, lo cual supone una reducción de más del 80 por 100 de su dotación económica. Esto se debe a que se consideró, según indica el documento, que la instrucción judicial había concluido sus labores fundamentales121. Además de ello, las CG a nivel nacional se vieron reducidas a tres, Madrid, Barcelona y Oviedo, entre las cuales no sumaban más de ocho fiscales. Concretamente, se señala como «casi liquidada»122 la labor de «inscripción de fallecidos y desaparecidos en centenares de expedientes», así como la de «hacer constar en las inscripciones la condición de caídos por Dios y por España». Por lo tanto, será en esos diez primeros años de la Dictadura del general Franco en los que se enmarcaron las principales labores de gestión de los cuerpos nación por parte de la CG. 

			Transitar a través de las motivaciones de la CG

			A continuación sumaremos aspectos que permiten profundizar en las motivaciones esgrimidas por los agentes judiciales para llevar a cabo el profundo proceso de investigación. Se han podido localizar las órdenes que fueron enviadas por el fiscal instructor de la CG de la provincia de Madrid a los fiscales de las otras provincias. En estas disposiciones se esgrimían algunas de las motivaciones que tenía el Ministerio de Justicia para efectuar el proceso judicial. Así, en el expediente de la provincia de Almería, en la documentación enviada por el fiscal del Tribunal Supremo al fiscal de Alicante el 28 de octubre de 1940123, se indicaba lo siguiente: 

			Instrucciones sobre la Causa General. Por decreto de 26 de Abril de 1940, me ha sido conferida por el Gobierno, la misión de instruir la Causa General, en la que han de reunirse las pruebas de los hechos delictivos perpetrados en el territorio español sometido al Gobierno rojo, cosa que permitirá al mismo tiempo que poner de manifiesto toda la trama delictiva organizada desde los mandos superiores, hacer ver la plena justificación, si es que alguna requería, de nuestro Glorioso Alzamiento Nacional [...] se ha puesto de manifiesto, la conveniencia de encuadrar este servicio dentro de la estructura vigente del Ministerio Fiscal, pues a este, es al que ha sido confiada, a través de mi persona, como Jefe del Cuerpo, y siendo función ardua y difícil, todos debemos colaborar con nuestro afán y entusiasmo, pues pasa a ser la Causa General, una función más de las Fiscalías, si bien de la más alta importancia.

			En este documento se destaca que, a través de la «investigación» sobre «la trama delictiva organizada desde los mandos superiores», se tenía como finalidad, en palabras de la propia Fiscalía del Tribunal Supremo, hacer ver la «plena justificación [...] de nuestro Glorioso Alzamiento Nacional». Este no fue el único documento que señalaba las motivaciones esgrimidas por el Régimen para llevar a cabo esta extensa labor judicial. Además de las documentaciones anexadas por piezas y provincias, se incluye otra relacionada con la organización y la gestión del proceso judicial en sí y se encuentra dentro de la unidad número 51, denominada «Oficina de Tramitación e Inspección de la Causa General». 

			Entre la amalgama de legajos y expedientes que la componen, se ha podido localizar documentación en la que se especifican aspectos como la «Duración y Utilidad de la Causa General»124. En este expediente se adjuntan textos que defienden aspectos como la durabilidad del proceso, al alegar que no debía fijarse «a priori» tiempo ni plazo de terminación. Este mimo texto señala la idea previa de publicar un «informe-resumen» para que, según se dice: «sirva de pública justificación del Alzamiento ante el Mundo y ante España». No obstante, a su vez, el texto alega que para esa labor «es demasiado tarde. A esa necesidad urgente y oportunista, sirvió adecuadamente la Comisión de Ilegitimidad de Poderes»125, en referencia al documento judicial realizado por Serrano Suñer en 1938 y cuya principal finalidad era justificar y legitimar el golpe militar y la destrucción de la República126. 

			En el documento anterior queda de manifiesto categóricamente el carácter «esencialmente político» del proceso judicial. El derecho y la justicia se transformarán en «política»127 desde la guerra. Pero lo judicial, según se indica, también tenía un objetivo «fundamental de carácter histórico». Ellos mismos desvelaban que una de las principales funciones del documento judicial sería construir la «historia», para lo cual la figura de los «mártires de la Cruzada Nacional» fue una pieza clave. Un relato generado por el Régimen y que se asentó, entre otros aspectos, en este proceso judicial y en los «caídos por Dios y por España» y la gestión legal de sus muertes y sus cuerpos. Afirmaciones como estas aparecen en documentación incluida en la unidad documental denominada «Gestión y tramitación de la Causa General». En ella se mencionan elementos que tienen que ver con el propio comienzo y desarrollo del proceso judicial y sus aspiraciones. 

			Por ello con el máximum de medios, no con los que actualmente se disponen de verdadera indigencia (1) —un policía regateado y de prestado en colaboración con una indiferencia absoluta por parte de la mayoría de los organismos del Estado, coincidente a veces con una solicitud por parte de la Causa General encarecida y suplicante— debe acometerse la labor de la Causa, que sin apremios de tiempo ni fijación angustiosa de plazo, puede y debe, en uno prudencial, tener fin128.

			Este fragmento deja vislumbrar un aspecto que será analizado en esta obra y que tiene relación con aquello que la CG pretendía ser y ejercer y lo que finalmente fue o pudo hacer. Concretamente, en relación con la gestión de cadáveres y las prácticas de exhumación que la CG llevó a cabo, nos referimos a lo revelado por el análisis del proceso a nivel nacional y el análisis de casos particulares en las provincias. Como plantea Jesús Martínez Martín, el soporte jurídico de la Dictadura a la represión sistemática destacaba por estar sujeto a factores de improvisación, en una «ceremonia de confusión en todos sus procedimientos», sin garantías penales y procesales129. Este carácter improvisatorio se refleja muy bien en la aplicación de los protocolos sobre las actuaciones que veremos en esta obra. 

			Otro aspecto señalado, y que confirma y justifica el hecho de que es un documento con una eminente finalidad represiva, es la afirmación siguiente: 

			Otro fundamentalísimo aspecto de la Causa, incompatible con la fijación de plazo perentorio, es su función de suplir las deficiencias de la Jurisdicción Militar en orden a la represión de la sublevación marxista. Cualquier actitud que se adopte en cuanto al plazo, tendrá proyección histórica. Por causas que no hace falta señalar, el fracaso de la Jurisdicción Militar es evidente. El único medio para que esto no sea fatal, ya que no puedan remediarse sus defectos, es la Causa General. ¡Qué más quisieran los que forman en la legión numerosa —de diversos matices, desde el presunto colaborador de la España Nacional hasta el enemigo de ella y no desdeñable a veces en calidad— de la anti-España, que se fijara un plazo relativamente próximo, para dar fin, con la Causa General, a su pesadilla!

			Es llamativa la clara y directa justificación represiva y propagandística que se hace de la CG y que la convirtió realmente en la «pesadilla» de los perseguidos por el Régimen. Se la contempla como heredera y herramienta resarcitoria del argumentado «fracaso» represivo de la jurisdicción militar durante la guerra. De esta manera, incluso se hace referencia directa a la represión al añadir que «no se pretende mantener viva eternamente la represión y en un estado de incertidumbre y de desasosiego a un gran número de españoles». No obstante, se señala que no debe caerse en el «borrón y cuenta nueva» ni en el «lo pasado, pasado», ya que, como indican estas afirmaciones, «no es, ni puede, ni debe ser» así. Para finalizar, se afirma tajantemente que negar la utilidad del proceso judicial sería una «herejía» y supondría «tanto como negar la historia». 

			Esta documentación no consta de firma o fecha, pero se puede estimar como previa a 1943, pues al final del documento se alude como «Inspector» y no como «Jefe Fiscal» a Romualdo Hernández Serrano. Esto último fue resultado del decreto de 19 de junio de 1943130. Por ende, nos encontramos ante la raíz justificadora del Régimen para la represión y la formación de un sistema claramente inquisitivo. Nuestra denominación del proceso judicial de la CG como un sistema inquisitivo se basa en la concordancia del análisis del proceso con la definición dada por el jurista italiano Luigi Ferrajoli, quien lo describe como un «sistema procesal donde el juez procede de oficio a la búsqueda, recolección y valoración de las pruebas» por medio de la realización de un juicio a través de instrucciones secretas en las que «están excluidos o limitados la contradicción y los derechos de la defensa»131. Origina un método inquisitivo que «expresa una confianza tendencialmente ilimitada en la bondad del poder y en su capacidad de alcanzar la verdad»132. La CG revela una ejecución procesal exclusivamente realizada por la Fiscalía, de manera secreta, donde los derechos de defensa no existían o eran mínimos e ineficaces. Eran procesos judiciales que dependían de los intereses y «bondades» del poder encargados de ejecutarlos, en este caso, la Dictadura. Y el nombrado en 1936 fiscal del Ejército de Ocupación, Felipe Acedo Colunga, tendría como ejemplo histórico procesal el que denominaba «calumniado Tribunal de la Inquisición»133. 

			
LA GESTIÓN DE LOS CUERPOS NACIÓN Y LA CAUSA GENERAL


			La gestión de los cuerpos nación abarcaba un amplio proceder, con diferentes acciones y fases, donde las exhumaciones no son el acto definitivo, sino que han de entenderse insertas en un proceso más complejo. Este se iniciaba con la investigación y la obtención de información sobre «víctimas» y «acusados», seguidas de la localización de las fosas, en algunos casos los procesos de exhumación, las prácticas forenses, los traslados, la inhumación y las liturgias derivadas de los procesos anteriores. Todas estas acciones serán principalmente ejecutadas por la CG. 

			La documentación que nos permite conocer cada uno de estos pilares se encuentra localizada principalmente en las «piezas primeras o principales» de cada provincia, en la sección «delitos cometidos en toda la provincia; personas muertas o desaparecidas, torturas, incendios y saqueos de iglesias y otros hechos delictivos»134. Ahora bien, mucha de la información que tiene que ver con la recuperación de restos mortales, así como sus informes forenses o de autopsia o identificaciones, aparece frecuentemente dispersa por otras piezas, prueba de la conexión y la vinculación que existía entre ellas. 

			La primera afirmación que cabe hacer es, por un lado, que fue un proceso totalmente gestionado por el Estado y judicializado a través del proceso judicial de la CG desde abril de 1940. Además, debemos señalar que fue un proceso centralizado. El eje y núcleo de la investigación, que regulaba, controlaba y ejecutaba directa o indirectamente el proceso, se localizaba en el Tribunal Supremo de Madrid. Esto explica que sea Madrid la única provincia con una pieza destinada explícitamente para la investigación sobre localización de los cuerpos y las exhumaciones de los «caídos por Dios y por España».

			«Pieza especial de Madrid. Exhumaciones de mártires de la Cruzada». Protocolos

			El 26 de abril de 1940 se sumaba una pieza especial a las once ya instruidas en la CG de la provincia de Madrid: la «P. Pieza especial de Madrid. Exhumaciones de mártires de la Cruzada»135. Según se indica en la propia descripción de la unidad documental, en ella se contiene la «información sobre la localización de fosas, personas asesinadas y exhumaciones de cadáveres que se realizaron en la provincia de Madrid»136. 

			Como toda la CG, tuvo su inicio antes de su propia existencia. Los primeros pasos en la gestión de los cuerpos de los «caídos» en Madrid se remontan a 1939, a la CGM incoada en esta capital, y las primeras solicitudes y envío de información fueron realizadas ese año, justo después del fin de la guerra. Estas investigaciones previas serían incluidas con posterioridad en la «Pieza principal o primera de la provincia de Madrid». Dicha documentación se compone de las relaciones enviadas por los ayuntamientos de todo el territorio sobre «personas [...] que durante la dominación roja fueron muertas violentamente o desaparecieron y se cree fueran asesinadas». La pieza se encuentra dividida por partidos judiciales, que enviaron la información a la CGM de Madrid desde el 1.º de mayo de 1939137. Para ello reutilizaron documentación proveniente de los años de la guerra, por lo que nos encontramos con documentos que tienen mecanografiada la fecha 1938, «II año triunfal», texto que tacharon y sustituyeron por «Año de la victoria» y que se atribuye a 1939138. 

			El Legajo 1536, «P. Pieza especial de Madrid. Exhumaciones de mártires de la Cruzada», se compone de un total de veinte unidades documentales. La primera de ellas es el «Expediente sobre la instrucción de la Pieza especial de exhumaciones de mártires de la Cruzada»139. Le sigue una serie de expedientes divididos en un total de diecisiete «ramos». Cada uno de ellos corresponde a un expediente de una zona concreta de la provincia de Madrid140, pero también se incluyen otros, como el «Ramo núm. 10», correspondiente a la «Localización e identificación de mártires de la Cruzada en Madrid y su provincia»141, o alguno referente no tanto a una categoría territorial sino a un caso más específico, como el «Ramo núm. 13: Exhumaciones de caídos del Cuartel de la Montaña»142 o el «Ramo núm. 17: Exhumaciones individuales de mártires de la Cruzada»143.

			Además, se incluyen el Ramo núm. 19, correspondiente a las «Copias de los informes-resumen de los ramos de la Pieza especial de Madrid de exhumaciones de mártires de la Cruzada»144, y, por último, el expediente atribuible a las «Relaciones de exhumaciones realizadas en la provincia de Madrid»145, donde figuran oficios y listados de exhumaciones realizadas en las distintas localidades de dicha provincia. 

			Esta «P. Pieza especial de Madrid. Exhumaciones de mártires de la Cruzada» cuenta con un total de 1.723 páginas, destinadas al proceso de investigación, localización de fosas, exhumación, prácticas forenses, identificaciones, traslados, inhumaciones e incluso aspectos que tienen que ver las conmemoraciones de los «caídos por Dios y por España». Esta «Pieza especial» tiene como fecha final el 15 de julio de 1949, en la que el fiscal instructor delegado, Ernesto de Palacios y Prieto, la dan por concluida146. 

			A partir del 26 de abril de 1940 el proceso judicial se gestiona físicamente en el Palacio de Justicia, en la calle Marqués de la Ensenada núm. 1147. Esta dirección adquiere importancia, ya que era aquí donde debía enviarse la documentación por parte de todos los agentes implicados en los procesos de recuperación de cuerpos desde todo el Estado. También debían enviarse aquí las solicitudes por parte de familiares u organizaciones que desearan recibir la autorización de la CG para realizar la exhumación y/o traslado de los restos de sus deudos en la provincia de Madrid. Las «declaraciones voluntarias», o las «solicitadas» por la CG, tanto de familiares como de otras personas, se verificaban en este mismo lugar148.

			En este epígrafe se intentará presentar la estructura que la CG planteó, en un inicio, como base para las disposiciones judiciales en la localización y recuperación de los cadáveres de los «mártires de la Cruzada». Para poder conocer dicha estructura, más teórica que práctica, según se irá viendo a lo largo de estos capítulos, es primordial un documento en particular. Este se encuentra inserto en uno de los expedientes de la «Pieza especial de exhumaciones...». Cabe destacar que no existe ninguna referencia a él en el apartado «Alcance y contenido» del expediente en cuestión, ni tampoco se localiza en el expediente de apertura de la pieza. Se incluye en uno de los veinte expedientes que componen la pieza, concretamente en el de «Exhumaciones de mártires de la Cruzada en el término municipal de Aravaca (Madrid)». El documento aparece mecanografiado, sin fechar y sin firmar. No es infrecuente la inclusión de documentación en cierto modo descontextualizada dentro de los diferentes expedientes de la CG. Esta particularidad supone un reto para los que investigamos este proceso judicial, pues, al no estar bien descrito el material de cada pieza, en muchos caso es necesario realizar una inmersión total en cada expediente. Fue así como se localizó el documento que lleva como título «Normas sobre la Exhumación»149. En él se recogen once normas o medidas para llevar a efecto los procesos de exhumación de los «asesinados por las hordas rojas». Tales medidas abarcan desde la obtención de la información para la localización de las fosas y la exhumación hasta sus traslados e inhumaciones, además de detallar cuál debe ser la labor de los agentes implicados en el proceso. 

			Existió una diferencia entre los procesos llevados a cabo en la «P. Pieza especial de Madrid...» en comparación con los correspondientes a las «Piezas principales» del resto de las provincias analizadas. La centralidad de los procesos de exhumaciones en la Comunidad de Madrid derivó en un desarrollo diferente. En la capital existió una supuesta mayor exhaustividad en la aplicación de las instrucciones judiciales y la recopilación de información a través de los fiscales instructores de la CG de Madrid y fiscales delegados y no a través de jueces municipales. El listado de «Normas» es un ejemplo de ello y una forma de aproximarse al modo en que la CG entendía que debían realizarse las prácticas de exhumación de los cuerpos «mártires». En el tercer capítulo, al profundizar en cada caso estudiado a nivel nacional, se dará cuenta de la aplicación real de dichas «Normas», lo que nos permitirá adentrarnos en el proceso, su evolución y características. 

			El mencionado documento, «Normas sobre la exhumación», comenzaba señalando que la labor de exhumación debía acometerse como un «plan conjunto y no realizarse estas sin orden y un poco caprichosamente». Se demuestra así ese monopolio que deseaba tener la CG sobre el proceso. A continuación se describía cada una de las once normas recogidas. En el primer punto de lo que denominan «bases» se nos presentan las vías recomendadas o adecuadas para la obtención de la información en cuanto a la existencia y localización de las fosas. En primer lugar, instan a utilizar los datos que aporta la propia CG, seguramente refiriéndose a otras piezas como la de «Cárceles y Sacas» o la de «Justicia Roja», o, como aparece indicado en el expediente de exhumación de Chamartín de la Rosa150, «según los antecedentes de esta “Causa General”», en referencia a las CGM. 

			A continuación, señalan que una de las formas de obtener información era solicitar a los ayuntamientos informes donde debían referir «si en sus respectivos términos municipales hubo enterramientos de asesinados por las hordas rojas, y emplazamiento exacto de los mismos, y, si estos fueron en los Cementerios, si la inhumación se hizo con caja o sin ella»151. Esta fue una práctica realizada en la provincia de Madrid, en 1942, y dio como resultado uno de los expedientes incluidos en esta «Pieza especial», el denominado «Localización e identificación de mártires de la Cruzada en Madrid y su provincia»152. Y para una mejor comprobación de la información aportada, se recomendaba consultar también a la «Comandancia de la Guardia Civil de la Provincia»153. 

			Cabe destacar que, aunque señalaban estas vías como las principales para la obtención de información, el análisis de los expedientes de exhumación de Madrid y de otras provincias muestra cauces de información, como, por ejemplo, los propios familiares, que declaraban ya sea de manera voluntaria o a través del reclamo de «declaraciones», las instituciones eclesiásticas, asociaciones de familiares o la propia FET de las JONS. Es importante también destacar que otra vía de obtención de información, no recogida por el texto «Normas» pero que se reveló como una herramienta vital para el proceso de localización, exhumación e identificación de los cadáveres de los supuestos «mártires y caídos», fue la documentación y los registros judiciales realizados por el gobierno de la República durante la guerra y que la CG incorporó en su documentación judicial154.

			En dichas «Normas» también se nos habla de qué exhumaciones eran prioritarias para el Régimen. El punto segundo, por ejemplo, afirma que «tendrán preferencia para ser exhumados los cuerpos que no estén enterrados en Cementerios, y dentro de estos, los que estén en zanjas o fosas, sin caja». Tras conocer su ubicación, se debía «fijar un plan» para llevar a cabo las exhumaciones que debía acometerse sin «interrupción». Una vez se contaba con los datos de las fosas, el «Fiscal Instructor de la Causa General» debía comunicarse con el «Ministerio de la Gobernación, para saber, si el Estado, contribuirá a los gastos a que den lugar las exhumaciones». Además, debían ponerse en contacto con la «Diputación Provincial de Madrid» y con los alcaldes de los pueblos donde habría de procederse a la exhumación, ya que «ambas Entidades» debían contribuir también a los gastos. 

			Una vez localizadas, y resueltos los aspectos económicos, el interés se centra en cuestiones de carácter más logístico. En el apartado quinto se indica que para «la realización de las exhumaciones» debía requerirse al Ayuntamiento de Madrid que proveyese del personal de cementerios «especializado en estos menesteres» y a la «Diputación o Parque Móvil dependiente del Ministerio de Gobernación» que facilitase los medios necesarios de trasporte para el personal, así como: «[...] los útiles de trabajo, el número necesario de féretros, otros tantos saquitos de tela para recoger muestras de la ropa y objetos que aparezcan, pertenecientes a cada cadáver, a fin de facilitar su identificación, un bote de pintura blanca para numerar los féretros y los desinfectantes necesarios».

			En el punto sexto se menciona a uno de los agentes que tuvo gran relevancia y cuya labor será uno de los principales objetos de análisis de esta investigación: el médico forense. En este punto, se requería a la Escuela de Medicina Legal de Madrid el envío al lugar de la exhumación del «equipo de Médicos necesarios»155 para facilitar los datos técnicos al fiscal instructor con el fin de concretar la labor de identificar los cadáveres. La intervención de médicos forenses en las exhumaciones realizadas en la provincia de Madrid fue numerosa, pero tuvo unas particularidades que analizaremos en el tercer capítulo. Aunque sí podemos afirmar que se convirtieron en una herramienta científica incluida por el Régimen en el proceso de exhumaciones de los «mártires de la Cruzada». Su actividad, tanto en las propias fosas como en los laboratorios de medicina legal de Madrid, así como todo el material forense que produjeron y que se incorporó a la «pieza especial de Exhumaciones...», serán analizados en profundidad en los capítulos sucesivos, tanto desde un punto de vista técnico y metodológico como, más reflexivamente, en lo referente a la afectación ideológica del proceso médico-legal.

			Al encontrarse estas exhumaciones insertas en un proceso judicial, se incluyen normativas para regular cada uno de los pasos. Por ejemplo, en el punto siete se indica que se debe comunicar el día y la hora en que se vayan a realizar las exhumaciones «al Guardia Civil del sitio al que pertenezca el Cementerio o sitio en que tenga lugar la exhumación». Su objetivo era facilitar «las fuerzas necesarias [...] para evitar el acceso al mismo, del público». Esta medida no incluía a los familiares, pues en varias exhumaciones realizadas en Madrid y en otras provincias estos se encuentran presentes con la finalidad de identificar los cuerpos156.

			Una vez realizada la exhumación, en el punto octavo, se recogen las actuaciones que se deben llevar a cabo: 

			Una vez colocados los restos que se exhumen, en sus respectivos féretros, se trasladarán en camiones, al Cementerio del término municipal, y luego que hayan sido estudiados y reseñados por los peritos Médicos y Fiscal Instructor, se permitirá el acceso a los familiares, para su identificación; de igual modo se procederá, si fuera la exhumación en el Cementerio157.

			Como veremos en el tercer capítulo, el cumplimiento de dichas «normas» se ajustará más o menos según los casos de exhumación. Por ejemplo, a pesar de la indicación anterior, en algunas exhumaciones se puede verificar que los familiares no siempre tenían acceso después de la labor pericial, sino que en ocasiones presenciaban la exhumación en sí e incluso ayudaban a identificar los cadáveres a pie de fosa. Otro ejemplo que demuestra el carácter más de directrices que de normas de las recomendaciones expuestas, e impone la necesidad de realizar un análisis de cada proceso de exhumación, es el que tiene que ver con el traslado de los restos. En el punto octavo se indica que serían camiones los encargados de realizar los traslados, pero no especifica que a veces esos camiones pertenecían al Ayuntamiento de Madrid o a los ayuntamientos de provincias. Ni tampoco se explica que, en otros casos, los traslados eran efectuados por camiones militares, por los familiares158 o por las «Asociaciones de Familiares»159.

			Para finalizar, el documento dedica los últimos tres puntos de las «Normas de exhumación» a lo referente al destino de los restos humanos exhumados. En el punto noveno se recoge que, si los cuerpos eran identificados, estos serían entregados a sus familiares «si así lo desean»160. Por ello, su interés se centra sobre todo en regular lo que sucedería con los cadáveres identificados que no fuesen reclamados y aquellos que no fuesen identificados. Se asegura que en ambos casos recibirían «cristiana sepultura» en una fosa común, en el mismo cementerio, en féretros individualizados, si estos fueron exhumados en el camposanto. De no ser así, se enterrarían en el cementerio del término municipal donde tuvo lugar la exhumación. 

			En cuanto a los restos identificados y reclamados, serán analizados pormenorizadamente, pero en líneas generales, aunque no se recoge en este documento, de los diferentes casos de exhumación estudiados se deduce que sus inhumaciones fueron cedidas en ocasiones a sus familiares, quienes en algunos casos trasladaban los restos a otros cementerios161. Otras veces los restos humanos, aun habiendo sido identificados por los familiares, serán inhumados colectivamente con los no identificados. El principal ejemplo de ello será el «Campo Santo de Mártires de Paracuellos de Jarama»162, aunque habrá también otros. 

			En su último punto, el Régimen dejaba claro que la CG debía estar siempre involucrada en los procesos de exhumación, como veremos, ya sea llevándolos a cabo o autorizándolos. Será por ello por lo que en el punto 11 se afirma que no se autorizaba la exhumación a particulares, y que en ellas debía haber siempre un representante de la CG, quien debía expedir la oportuna diligencia de exhumación. Como veremos, sí se realizaron exhumaciones por particulares sin su presencia, aunque sí con su autorización. Es importante señalar que a pesar de que la CG regía los procesos de exhumación, eso no significaba que cubriera los gastos de todos ellos. 

			En este mismo punto se advierte de que no debían llevarse a cabo exhumaciones en los casos en los que hubiera que «mover otros» cadáveres, en referencia a fosas en cementerios o fuera de ellos que contuvieran más de un cuerpo, y sobre todo si estos no estaban identificados o enterrados en féretros individuales. Se especifica a su vez que, si se daba el caso, los «interesados», es decir, los familiares o solicitantes, debían «comprometerse a abonar todos los gastos»163. Aunque aquí no se menciona, se comprobará que cuando los familiares exhumaban un cuerpo sin la ayuda económica de la CG y sin las reducciones fiscales, debían, además, proporcionar un féretro a cada uno de los cuerpos encontrados en la fosa y volverlos a depositar en ella o en una próxima, en cuyo caso debían indicar la nueva localización para futuras identificaciones164. 

			Estas «Normas de exhumación» demuestran con toda claridad el interés por parte de la CG por marcar unas pautas de actuación para llevar a efecto la localización, la exhumación y las inhumaciones de los cadáveres de sus «mártires». Algunos de los ejemplos aportados en las líneas anteriores señalan la distancia existente entre lo planteado en las «normas» y lo ocurrido en cada proceso de exhumación. Ello muestra la necesidad de contrastar cada una de estas normas con los hechos particulares sucedidos en cada una de las exhumaciones realizadas por el proceso judicial de la CG en la provincia de Madrid, y en las demás provincias, para, gracias al estudio detallado de la casuística, poder ir más allá del simplificado proceso expuesto aquí por la CG. 

			«Pieza principal o primera» de las provincias del Estado. Protocolos

			El conocimiento del proceso de gestión de los cuerpos que realizó el Régimen tiene una división general que se puede fragmentar en dos bloques. El primero tiene que ver con los procesos de la CG llevados a cabo en la provincia de Madrid, y el segundo, con las actuaciones realizadas en las demás provincias del territorio. Esto afecta sobre todo a la propia configuración del proceso judicial, pero además estas diferencias también se ven reflejadas en las investigaciones llevadas a cabo, en las exhumaciones y, en general, en todas las aristas del proceso. 

			Una primera aproximación a la redacción de estos protocolos o al conocimiento de las prácticas realizadas en las provincias deja ya entrever las diferencias. Tras el decreto de abril de 1940, no fue hasta los días 23 y 24 de octubre de ese mismo año cuando se comenzó a realizar la apertura de las CG de las provincias. Como se ha mencionado anteriormente, el proceso judicial tuvo su sede central en la Fiscalía del Tribunal de Justicia en Madrid, por lo que fue desde allí desde donde se reguló el proceso en el resto de los territorios. En cada una de las provincias fue designado un fiscal delegado de la CG, quien sería el agente y representante del proceso judicial en cada territorio. Además, debemos señalar que la documentación principal sobre el registro de víctimas, las exhumaciones, traslados, etc., se incorporó a la «Pieza principal» de cada provincia y no existió «Pieza especial de exhumación». Ahora bien, sí existió otra documentación, sobre todo de carácter forense, que se ha localizado en otras piezas de la CG de las provincias.

			Para iniciar la aproximación a estas causas, comenzaremos, al igual que en el caso de la provincia de Madrid, con documentación que nos permita establecer las bases del proceso. En este caso, comenzaremos con la «Pieza principal de la provincia de Alicante»165. El Palacio de Justicia de Madrid enviaba, el 16 de agosto de 1941, un documento que explicaba los motivos por los que se creaban las CG en las provincias. 

			Con Objeto de que la Causa General recoja con la mayor exactitud los aspectos de la vida roja en esa Provincia, se ha acordado la creación de la Causa General de Alicante y el Excmo. Sr. Fiscal del Tribunal Supremo ha designado a V.I. Fiscal Instructor Delegado de la misma. Adjunto tengo el gusto de remitirle, aparte del nombramiento, las instrucciones y demás documentos complementarios de las mismas, y en saca aparte, recibirá las actuaciones que, con el carácter de preparatorias se han llevado a cabo desde esta Inspección. Cualquier duda que pueda surgir en la interpretación, no dude en comunicarla166.

			El 16 de agosto de 1941 fue enviada desde Madrid por el fiscal inspector de la CG, Romualdo Hernández Serrano, al fiscal de la Audiencia Provincial de Alicante la orden que designaba fiscal instructor delegado a Francisco de Asís Segrelles Ñíguez167. Ese mismo día quedaba constancia de que fueron once las piezas abiertas en la CG de Alicante. A su vez, el 28 de agosto de 1941 se designaba a Francisco Antón Simón secretario de la CG de Alicante, habida cuenta de que cada proceso contaba con la aprobación del fiscal delegado y la supervisión del secretario judicial. Prestan juramento y cargo entre el 28 de agosto y el 1 de septiembre de 1941168.

			Una vez nombrado el fiscal y abierta la CG de Alicante, se ponía en marcha los mecanismos del proceso en ese territorio. De esta manera, con fecha del 30 de septiembre de 1941, y a través de una «Providencia», el fiscal ordenaba que se publicasen los «edictos prevenidos con la difusión posible»169, en los cuales se estipulaban, entre otras cosas, los avisos a la población de la apertura del proceso judicial. Además, y como reflejo del carácter centralista del proceso, y del deseo de controlar todas las actuaciones por parte del Estado, se ordenaba que «a todas las Alcaldías de la provincia dígase que quedan en absoluto prohibidas las exhumaciones sin la correspondiente autorización de esta instrucción».

			En cuanto a la difusión del proceso para el conocimiento general de la población, no se escatimaba en medios. Con fecha del 1.º de octubre de 1941 se exponía el edicto en el tablón de anuncios de la Audiencia Provincial con la información señalada, y además fueron enviados varios ejemplares para que fuesen publicados en el diario local Información. Diario de Falange Española Tradicionalista y de las J.O.N.S. y en el Boletín Oficial170 de la provincia; también fue difundido a través de una locución por Radio Alicante. Todo es bien medido y controlado, hasta el punto de que la locución radiofónica se incorporró a la documentación del expediente, con indicación de los «días de radiación». El «Día 14: emisión de noche; día 15: emisión de sobremesa y noche; día 16: emisión de sobremesa y noche171. Además, se establece que se debía enviar los mismos edictos a todas las alcaldías de la provincia. Este panorama nos muestra una difusión extensa del proceso, por lo que tanto los organismos locales como la población civil quedaban absolutamente informados de que la CG iniciaba sus actividades. 

			Esta pieza de Alicante vio sus funciones concluidas, según indican, en el mes de diciembre de 1949172. Una vez finalizadas las tareas judiciales, el fiscal explicaba las características del proceso que se llevó a cabo desde su apertura en 1941. Este ejemplo nos permitirá entender cómo se desarrolló el proceso en las provincias desde una perspectiva general, la cual iremos desgranando a lo largo de este apartado. 

			[...] en esta Pieza por orden del Fiscal Jefe de la Causa General, se formaron tantos ramos como pueblos existen en esta Provincia, ya que estuvo totalmente dominada por los rojos. Se publicaron con la máxima difusión edictos ordenando compareciera a presentar declaración todo aquel que se considerase perjudicado o pudiese aportar datos para el descubrimiento de los delitos cometidos en esta Capital y su provincia. Se cumplimentaron los estados 1, 2 y 3, formándose los ficheros de víctimas y de inculpados, verificándose las inscripciones de defunciones no llevadas a cabo y recibiéndose declaraciones a las familias de las víctimas. Así mismo se dedujeron testimonios de particulares que se remitieron al Iltmo. Sr. Auditor de todo aquel contra el que no se había procedido. Alicante 29 de Diciembre de 1949. Fiscal Instructor173.

			Tras la apertura del proceso en las provincias y su difusión de amplio espectro, la CG desde Madrid envió una serie de «Instrucciones», «formularios» y «modelos»174 específicos que debían ser distribuidos y cumplimentados por todos los municipios de las provincias y enviados a la CG. Esta documentación fue localizada en la CG de la provincia de Badajoz. En uno de los dieciséis expedientes de la «Pieza principal o primera» se incluyen las «Instrucciones»175 enviadas desde la CG de Madrid. En ellas se afirmaba que «en cada una de las provincias que estuvieron sometidas al dominio rojo, ha de instruirse una Causa General en averiguación de los hechos delictivos de importancia en ella cometidos durante la citada dominación». También incluyen los «fines» y «objetivos» que se pretende lograr: 

			[...] averiguar y hacer constar con todas las garantías de un procedimiento judicial, entre otros, y como los más principales, los siguientes puntos: 

			1.º. Todos los asesinatos y demás delitos graves perpetrados bajo el dominio rojo. 

			2.º. Las personas responsables de los mismos, hayan sido o no habidas. Es de capital importancia recoger en esta Causa las pruebas, o, al menos orientación sobre las pruebas contra los criminales que están en paradero ignorado y reunir los cargos contra los reos que delinquieron en distintos tiempos y lugares.

			Se enumeraban otros tres puntos más, pero estos dos primeros son los que interesan para el objeto de estudio de esta investigación. A los «objetivos» les siguen unas directrices de cómo debía desarrollarse el proceso. 

			Se dará comienzo a la Causa General de cada provincia dictando providencias en la Pieza principal, y en las demás que se especifican en la orden de actuar [...]. Se cuidará de emplear redacción sobria y tramitación sucinta, procurando no extender más diligencias y providencias que las estrictamente indispensables. En la Pieza principal, se formarán tantos ramos numerados como pueblos haya en la provincia, si esta estuvo totalmente sometida al dominio rojo, y caso de haber estado solo en parte, los pueblos que sufrieron la citada dominación.

			Como vemos, dejan claro que se debía investigar todos los pueblos de cada una de las provincias, especialmente aquellas que estuvieron más tiempo sin ser ocupadas por los sublevados. Ahora bien, aunque aquí se indica que aquellas que estuvieron menos tiempo bajo el control de los sublevados desde el principio de la guerra o que prácticamente sucumbieron a él no parece que deban seguir ese protocolo, en la provincia de Burgos recibieron la documentación en las alcaldías, que la devolvieron cumplimentada176. Aunque claramente los casos expuestos en ellas son mínimos, lo mismo ocurrió en la «Pieza principal o primera de Galicia»177 y otros territorios. 

			En cuanto a los procesos llevados a cabo en los ayuntamientos, debía hacerse una separación por «ramos» para cada uno de los pueblos de cada provincia y dichos ramos debían iniciarse con los oficios, dirigidos a los alcaldes y secretarios de cada uno de ellos. Fue muy importante en este apartado la documentación enviada a las alcaldías, gracias a la cual la CG obtuvo parte importante de la información y se construyó el relato del Régimen. Por este motivo, la presente obra lo deconstruirá y analizará pieza por pieza. 

			El primer documento enviado a los ayuntamientos que debemos destacar es el «impreso modelo núm. 2»178. Este se convirtió en una de las principales fuentes de información sobre los «caídos». En él se incluyen los estados 1, 2 y 3 (modelos números 3, 4 y 5), cuyos detalles serán explicados en breve. La CG de Madrid señalaba que los ramos de cada ayuntamiento de las provincias debían estar formados por: 

			[...] a) Los Estados impresos números 1, 2 y 3 debidamente cumplimentados por los Alcaldes y Secretarios respectivos. 

			b) Declaraciones y demás actuaciones que se refieran a asesinatos o desapariciones de personas que tenían en aquel término su última residencia, excepto si constase que, el crimen había sido iniciado y cometido fuera de él y no existan indicios de que fue inspirado por personas y organismos convecinos de la víctima. 

			c) Actuaciones concernientes a delitos consumados en el término municipal, excepto los asesinatos de personas forasteras, que, conforme al apartado anterior deban ir a otra pieza179.

			Toda esta documentación, una vez enviada por los ayuntamientos de cada pueblo, fue incluida en la «Pieza principal o primera» de cada provincia. Si en una pieza había actuaciones que deberían también constar en otras, estas debían ser registradas por parte del secretario a través del Modelo núm. 6. En entendible así que se encuentre documentación de interés en otras piezas de provincia diferentes de la «P. Primera» y que en la «P. Primera» aparezca documentación de otras. Aunque lo cierto es que esta documentación se incluyó en ocasiones sin recurrir al modelo correspondiente. 

			Otra parte importante de las actuaciones, fuente principal de información, fueron las «declaraciones», que serán explicadas y desgranadas en un apartado especial del siguiente capítulo. En la descripción de los procesos que debían seguir las CG de las provincias, se estipulaba la publicación, «con la difusión posible, [de] edictos ordenando que dentro del plazo que se fije al efecto, comparezcan los denunciados para denunciar los delitos cometidos». 

			La CG apuntaba que a través de los fiscales instructores delegados de las provincias debía llevarse a cabo el oficio del modelo núm. 15, que ordenaba a cada ayuntamiento rechazar cualquier «exhumación sin previa autorización de la Causa General de la provincia respectiva». De igual manera, las autoridades locales debían, cuando tuvieran fecha para una exhumación, ponerlo en conocimiento de la CG, que «por la importancia de la misma» podía estimar oportuno que un miembro judicial se personara en ella. En todo caso, si no se personaban, el alcalde debía enviar una copia del acta de exhumación. Podemos comprobar que estas medidas son menos rígidas que las adoptadas en la CG de Madrid, pues en ella se indicaba, en el punto 11 de las «Normas»180, que en las exhumaciones debía haber un representante de la CG, quien debía expender la oportuna diligencia de exhumación en todos los casos. Puede que esta laxitud en las provincias tenga que ver con las mayores dimensiones territoriales a las que se enfrentaban los agentes judiciales. 

			Uno de los deberes que tenían los fiscales instructores delegados era localizar las «fosas o enterramientos» que se encontraran fuera de los cementerios y todos aquellos que estuvieran en malas condiciones. En este último caso, debían gestionar su traslado al cementerio más próximo, para lo cual, al igual que se indicaba en las «Normas de exhumación» de la provincia de Madrid, debían buscar la «cooperación económica de la Diputación y del Ayuntamiento»181. Asimismo, si se enfrentaran al hallazgo de «gran número de cadáveres», que exigiera la cooperación económica del Estado, debían realizar la propuesta a través de la CG. 

			En cuanto a los procesos en sí de exhumación, no se autorizaba la «exhumación de ningún cadáver» si ello suponía la necesidad de «remover otros restos» que no estuvieran identificados. No obstante, a los familiares se les facilitarían los medios para realizar las identificaciones de los cuerpos que hubiera que remover. Este procedimiento también constaba en la CG de Madrid, solo que en la capital los familiares debían «comprometerse a abonar todos los gastos»182. Este apartado, tanto en la capital como en las provincias, tendrá matices interesantes en su puesta en práctica, pues suponía un desembolso económico para los familiares que desearan exhumar y trasladar los cadáveres particularmente. 

			En cuanto a los procesos de carácter técnico, como vimos, en la «P. Especial de Exhumaciones» de la provincia de Madrid se indicaba que en los procesos de exhumación debían estar presentes médicos forenses, y más concretamente la Escuela de Medicina Legal de Madrid183. En las provincias, en el caso de «una exhumación colectiva», se debía solicitar el «auxilio de los forenses necesarios», y de todos los cuerpos que se exhumaran se debía hacer una «detenida descripción» con el fin de facilitar la identificación. También se señalaba que en los casos en que los cadáveres fueran identificados en el propio acto de exhumación, se daba permiso a los familiares que así lo quisieran para hacerse cargo del cuerpo184. Aun así, y de acuerdo con las exhumaciones analizadas, la presencia de personal médico o forense en el caso de las provincias fue mayor que en el caso de la provincia de Madrid.

			Finalmente, en referencia a los datos obtenidos a través de los estados 1, 2 y 3 en los «ramos separados» referentes a los ayuntamientos, se estipula que si estos reflejan que en un «término municipal hubo gran criminalidad roja, casos de especial perversidad, o que la delincuencia marxista ofrece algún carácter peculiar»185, el fiscal instructor delegado debía trasladarse a la localidad en cuestión para llevar a cabo personalmente la investigación pormenorizada de aquellos casos descritos como «delitos de mayor importancia». Esta categoría era asignada a los delitos descritos como «graves» por diferentes motivos, que iban desde lo que denominan «calidad de sus agentes activos o pasivos», lo que entendemos que se refiere a la implicación de personas relevantes, hasta el interés que despertaban como ejemplos para el «estudio del terror rojo». Inferimos que la recopilación de la información estaba muy dirigida a la construcción de un relato martirial del nuevo Régimen, y se legislaba para facilitar que así fuese. 

			Uno de los principales objetivos que tuvo el proceso judicial, la «Pieza especial» de Madrid y las «Piezas principales» de las provincias fue crear una base de datos de «víctimas» y de «denunciados». Según las órdenes dadas desde la Fiscalía, ambos listados debían ordenarse alfabéticamente por los apellidos. Para ello incorporan a la documentación dos modelos oficiales, los números 11 y 12186, aunque, como veremos en el tercer capítulo, esta información se recogía y enviaba en diversos formatos, extensión y detalle. 

			Dentro del proceso de gestión de cadáveres a nivel nacional, uno de los documentos principales fueron los ya mencionados «Estados números 1, 2 y 3», enviados en bloque a los ayuntamientos, y que debían ser devueltos por estos a la CG de las provincias. En este capítulo presentaremos los documentos para luego, en el tercer capítulo, profundizar en cómo se cumplimentaron dichos estados por los ayuntamientos y qué información podemos obtener de ellos sobre la gestión de los cuerpos y otros aspectos asociados. 

			En el documento explicativo de los estados se incluyen las apreciaciones generales para su cumplimentación. Por ejemplo: «En el Estado número 1 deben figurar todas las personas residentes en ese término municipal que fueron asesinadas dentro o fuera del mismo, o que desaparecieron y puede creerse, racionalmente, que fueron muertas»187.

			Con respecto al «Estado número 2 y 3», se decía: 

			En el Estado número 2 constarán todos los cadáveres de que haya noticia fueron recogidos o enterrados en ese término municipal, aunque respecto de ellos no se hiciese inscripción alguna en el Registro civil. En el Estado número 2 no deben relacionarse los cadáveres de personas que eran residentes en ese Ayuntamiento, pues esas ya aparecerán en el Estado número 1. En dicho Estado número 2, y su casilla referente a las señas y datos que puedan servir para la identificación de los cadáveres ahí encontrados, deben Vds. hacer constar cuantos detalles y señas personales y de indumentaria se recuerden por las personas que vieron los expresados cadáveres [...]188.

			En el Estado número 3 se referirán las agresiones, tormentos, incendios de edificios, amenazas graves, saqueos y otros delitos contra las personas o la propiedad, que por sí o sus circunstancias, el terror o la alarma que produjeron, sean graves.

			Finalmente, señalan que las «relaciones» que se hicieran en los Estados debían ser lo «suficientemente expresivas del hecho, de las víctimas o perjudicados y de los autores conocidos o presuntos», para lo cual sugieren utilizar la extensión necesaria. También solicitaban que se incluyera, cuando existieran, fotografías de «edificios incendiados o destruidos», o las que pudieran servir de «prueba documental de las crueldades, profanaciones, etc., perpetradas bajo el dominio rojo». Como veremos a lo largo de esta obra, en la CG fueron incluidas muy pocas imágenes relacionadas con exhumaciones o aspectos forenses. 

			Una vez presentadas las indicaciones que daba la CG sobre cómo cumplimentar los estados, es interesante y necesario ir a los propios documentos. Ello nos permitirá entender mejor su posterior cumplimentación por parte de los ayuntamientos y, además, revelará aspectos que no se destacan en el documento anterior. 

			El «Estado número 1» se enunciaba como «Relación de personas residentes en este término municipal, que durante la dominación roja fueron muertas violentamente o desaparecieron y se cree fueron asesinadas»189. Tras este enunciado, el documento se divide en un total de nueve columnas; en la primera deben constar los «Nombres y apellidos de la víctima», y la seguirán otras con con «Años de edad» y «Profesión». A continuación, se recoge una columna que no se menciona en el aparatado del procedimiento: «Filiación política y cargos públicos que había desempeñado». Este apartado ha permitido elaborar un análisis de interés recogido en el capítulo quinto y relacionado con la represión y el carácter de exclusión como víctima por motivos políticos. 

			En la quinta columna debía constar la «Fecha de su muerte o desaparición»; la siguiente hace referencia a la localización del cadáver, «Si fue encontrado su cadáver, en qué sitio y clase de heridas que presentaba». La séptima columna aludía a la inscripción en el Registro Civil, lo cual muestra el constante interés, desde el decreto del 6 de noviembre de 1936, por la inscripción de las defunciones de sus víctimas. Finalmente, las dos últimas columnas eran destinadas a la solicitud de información sobre las «Personas sospechosas de participación en el crimen» e incluían «nombres y apellidos», así como su «paradero actual», apartado que demuestra el vínculo inseparable entre la investigación sobre los «caídos» y la represión. 

			El «Estado número 2» se enuncia como «Relación de cadáveres recogidos en este término municipal, de personas no reconocidas como residentes en él, que sufrieron muerte violenta durante la dominación roja»190. Está dividido en diez columnas, y en las dos primeras se solicita la «Fecha del hallazgo del cadáver» y «Sitio donde se ha encontrado». En la tercera columna se debían describir las «Clases de heridas que presentaban». La cuarta columna se destinaba a la labor de identificación, por lo que se solicitaba nombre y domicilio de la víctima y «todas las señas y datos que se conozcan y puedan servir para la identificación», lo que incluía las columnas referentes a «Edad», «Profesión» y «Filiación política» y la inscripción en el Registro Civil. Por último, al igual que en el estado anterior, las dos últimas columnas están destinadas a las «Personas sospechosas de participación en el crimen».

			El último «Estado» era el «número 3»191, denominado «Relación de tormentos, torturas, incendios de edificios, saqueos, destrucciones de iglesias y objetos de culto, profanaciones y otros hechos delictivos que, por sus circunstancias, por la alarma o el terror que produjeron deban considerarse como graves, con exclusión de los asesinatos, que fueron cometidos en este término municipal durante la dominación roja». Tras esta apreciación inicial, se recogerán en el documento un total de cinco columnas, de las cuales las dos primeras estaban destinadas a obtener la información sobre «fecha en que se cometió el delito» y la descripción de los hechos, bajo la solicitud de brevedad descriptiva: «sucinta relación del hecho delictivo». En la tercera columna debía figurar el «nombre y domicilio del perjudicado». Al igual que los anteriores, este documento dedica sus dos últimas columnas a albergar la información sobre las «personas sospechosas». 

			[image: ]

			Imagen 1. Modelo núm. 1 enviado a los fiscales delegados de la CG de las provincias, CDMH, CG, 1052, Exp. 1, pág. 12.

			Con relación al interés que presentan estos tres estados para esta obra, debemos señalar que la atención principal se centrará en los «Estados 1 y 2» porque serán los que aporten más información de interés sobre la gestión de los cuerpos nación. El estado número 3, en la mayoría de los casos, fue destinado a la violencia ejercida sobre edificios de carácter eclesiástico o a la violencia económica, pero en algún caso se incorporó información de interés, sobre todo en lo referente a la construcción del relato del Régimen sobre la «violencia roja». 

			Si seguimos dibujando este proceso a través de la documentación creada por la CG, debemos prestar atención a los apartados concretos que vuelven a demostrar ese interés desigual sobre los territorios. Esto no solo ocurrió en relación con la apertura de piezas, sino que se ve reflejado en los procedimientos aplicados, por cuanto existen ejecuciones específicas señaladas en las «Instrucciones» creadas por la Fiscalía. Por ejemplo, en algunas provincias, como fue el caso de Barcelona, se indicaba que: 

			En Barcelona, se formará, además, piezas separadas para: a) Persecución religiosa; b) Hechos delictivos cometidos en las cárceles; c) Delitos contra la Banca y sus clientes, y d) Hechos importantes ocurridos en los refugios de las Embajadas y con ocasión de las marchas al extranjero de las personas que huían del terror marxista192.

			Pero además de esto, y de aconsejar que se crease una pieza separada por ayuntamientos, con los «Estados números 1, 2 y 3», que debían ser «cumplimentados por los Alcaldes y Secretarios», se sugería que se debía llevar a cabo la recogida de: 

			Declaraciones y demás actuaciones que se refieran a asesinatos o desapariciones de personas que tenían en aquel término su última residencia, excepto si constase que el crimen había sido iniciado y cometido fuera de él y no existan indicios de que fue inspirado por personas u organismos convecinos de la víctima.

			En relación con lo que tenía que ver con las comparecencias y «declaraciones», destaca que, en los procedimientos enviados tanto a la provincia de Barcelona como a las de Valencia y Málaga, se debía actuar de manera directa «por todas las casas de la ciudad» para entregar el Modelo núm. 8, lo que evidencia claramente la intención de que no quedaran «asesinados sin denunciar». 

			[...] se procurará averiguar los asesinatos y delitos más graves cometidos, mediante el reparto, por todas las casas de la ciudad, de los impresos del modelo núm. 8, y en las demás Capitales de provincia se ordenará a la policía judicial la pesquisa de los delitos de aquella clase perpetrados. Se pondrá señalado interés en que no queden asesinados sin denunciar.

			Respecto al mencionado impreso Modelo núm. 8, indicaba, entre otras cuestiones, que, una vez fuese entregado a los ciudadanos, debía ser devuelto a los agentes judiciales en un plazo no superior a los cinco días. Estas particularidades y la exhaustividad en los procedimientos demuestran esa ejecución interesada cuya finalidad era obtener la mayor cantidad de información útil para lograr sus objetivos políticos e ideológicos. 

			Al final de estas instrucciones se explicaba que, una vez finalizada la «Causa de cada provincia», el fiscal instructor delegado debía elevar a la «Inspección» de la CG un informe-resumen. En este informe se debía exponer los resultados de la investigación, divididos por una serie de apartados, ya prefijados, entre los que destacan los siguientes: «III. Asesinatos cometidos bajo la dominación roja [...]. IV. Personalidad de los asesinados [...]; VI. Procedimiento y lugares más frecuentes empleados para cometer los asesinatos; VII. Asesinatos de mayor crueldad»193. 

			Ahora bien, como venimos señalando, estas diligencias preliminares planteadas en la apertura de cada una de las provincias no fueron llevadas a efecto en todos los casos. Por ejemplo, en la CG de la provincia de Barcelona no existió un informe-resumen, ni en la CG de Málaga, pero sí en la provincia de Valencia, aunque esta, por el contrario, no contó con once piezas judiciales estimadas en las instrucciones.

			Por el contrario, la información referente a los «Estados 1, 2 y 3» aparece en todos los territorios analizados, incluso en aquellas provincias que estuvieron bajo control sublevado desde el comienzo de la guerra, caso de Galicia194, Navarra195, Burgos196, Valladolid197, Palencia198, León199, la Rioja200 y Las Palmas201, lugares donde los ayuntamientos de cada localidad enviaron desde 1941 la documentación sobre «relación de personas» muertas durante la «dominación roja». Esta documentación está condicionada por la escasez de datos que podían enviar, hecho que incluso provocaba la simplificación de los formatos documentales o la inclusión del documento en blanco atravesado por un «no existen». En muchos pueblos de estas provincias solo existían víctimas mortales de los sublevados, hecho que en algún caso fue reseñado por los propios alcaldes. Por ejemplo el alcalde del pueblo de Fuentemolinos en la provincia de Burgos, tras indicar que no existían víctimas de la «horda roja»202 en su localidad, preguntaba si debía incluir en la relación los «desaparecidos en los primeros días de estallar el Glorioso Movimiento por sus ideas de izquierdas»203, y rogaba le devolvieran el adjunto para completarlo si así fuera. No se adjunta respuesta alguna a su pregunta en el expediente judicial. 

			Este último apartado tenía como objetivo transitar a través de las bases estructurales y la documentación principal que conformó la gestión de la muerte «mártir». Esta emanaba desde el Palacio de Justicia de Madrid, epicentro desde donde fluyó al resto de los territorios a través de los fiscales delegados y de los agentes estatales movilizados en una suerte de ramificación. Destaca el alcance territorial que tuvo el proceso, que logró llegar a cada una de las provincias, a cada ayuntamiento de cada pueblo, con el fin, entre otros, de obtener la información deseada para el Régimen: una lista de víctimas y de «culpables». Esta documentación manifiesta la exhaustividad de que hizo gala la CG para lograr que no quedaran «asesinados sin denunciar»204, hecho que contrasta enormemente con los procesos vividos por aquellos que fueron víctimas mortales de las fuerzas sublevadas y de la Dictadura, ya que hasta la fecha todas las investigaciones sobre estas víctimas no han contado con un proyecto político y estatal de igual magnitud.
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